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Introducción
 
La Ley 1712 de 2014 o de Transparencia y del Derecho de Acceso a 
la Información Pública Nacional es la herramienta normativa que 
regula el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la informa-
ción pública en Colombia. Tiene como objetivo que la información 
en posesión, custodia o bajo control de cualquier entidad pública, 
órgano y organismo del Estado colombiano, persona natural o jurí-
dica de derecho privado que ejerza función pública delegada, reciba 
o administre recursos de naturaleza u origen público o preste un 
servicio público, esté a disposición de todos los ciudadanos e inte-
resados de manera oportuna, veraz, completa, reutilizable y proce-
sable y en formatos accesibles. 

Así, la ley establece una serie de disposiciones encaminadas a prote-
ger  este derecho fundamental, a través de: 1)  el fortalecimiento de 
algunas obligaciones consignadas en otras normas que facilitaban 
el acceso a la información, 2) ampliando las categorías existentes 
de personas naturales y jurídicas obligadas al cumplimiento de las 
mismas, 3) estableciendo nuevos deberes y obligaciones en materia 
de publicación de información y respuesta a solicitudes de informa-
ción y, 4) afianzando el sistema de acceso a la información pública 
en Colombia a partir de mecanismos de protección del ejercicio del 
derecho, más eficientes e incluyentes. 

Sin embargo, uno de los grandes retos es contar con una ciudadanía 
bien informada acerca del cómo se hace efectivo su derecho de ac-
ceso a la información, no sólo porque fomenta la transparencia en 
la gestión pública, el buen gobierno y la eficiencia administrativa 
a través de la rendición de cuentas y la exigibilidad de resultados, 
sino porque una ciudadanía informada puede ejercer plenamente 
otros derechos fundamentales y tomar decisiones más acertadas. 
Así, una ciudadanía bien informada, es una ciudadanía que conoce 
sus derechos, que los ejerce plenamente, que exige rendición de 
cuentas y que participa en los asuntos públicos. 
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De tal modo, esta guía busca brindar las herramientas necesarias 
para facilitar la comprensión del derecho de acceso a la informa-
ción, a través de una presentación de las generalidades de la Ley de 
Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública, las 
preguntas frecuentes y la utilidad de la misma,  a través de   algunos 
casos frecuentes de acceso a la información.

1. ¿Qué es  
la Transparencia?

De acuerdo con la Corporación Transparencia por Colombia (2010) 
, la transparencia es el “marco jurídico, político, ético y organizativo 
de la administración pública” que debe regir las actuaciones de to-
dos los servidores públicos en Colombia, implica gobernar expuesto 
y a modo de vitrina, al escrutinio público. La transparencia  tiene 
tres dimensiones: 

a. Transparencia de la gestión pública, que implica la existencia 
de reglas claras y conocidas para el ejercicio de la función pública 
(planeación, decisión, ejecución y evaluación de programas y pla-
nes), así como de controles para la vigilancia de las mismas.  

b. Transparencia en la rendición de cuentas, que conlleva la 
obligación de quienes actúan en función de otros, de responder efi-
caz y recíprocamente sobre los procesos y resultados de la gestión 
pública. 

c. Transparencia en el acceso a la información pública, que su-
pone poner a disposición del público de manera completa, oportu-
na y permanente, la información sobre todas las actuaciones de la 
administración, salvo los casos que expresamente establezca la ley. 
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En este sentido, la transparencia no es un fin, sino un medio por el 
cual la administración pública se hace más eficiente y la ciudadanía 
conoce de antemano las actuaciones de sus servidores públicos. Ya 
sea a través del comportamiento integro de los servidores públicos, 
de la constante rendición de cuentas de la gestión pública hacia los 
ciudadanos, y de la garantía del acceso a la información pública. 

2. ¿Qué es el Derecho de  
Acceso a la Información  
Pública?

El acceso a la información pública es un derecho fundamental, reco-
nocido por la Convención Americana de Derechos Humanos- en su 
artículo 13, el cual recalca la obligación de los Estados de brindar a 
los ciudadanos acceso a la información que está en su poder. Asi mis-
mo, establece el derecho que tenemos todos los ciudadanos de bus-
car, solicitar, recibir y divulgar aquella información pública, en manos 
de los órganos, entidades y funcionarios que componen el Estado.  

El ejercicio de este derecho fundamental se basa en el hecho que 
los ciudadanos han depositado en el Estado ciertas atribuciones, 
razón por la cual la información que el Estado posee le pertene-
ce a toda la sociedad por derecho, lo cual permite su exigibilidad.  

De manera más general el derecho de acceso a la información pú-
blica se  se relaciona y conecta internacionalmente con  el derecho 
de libertad de expresión. La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948 en su artículo 19 manifiesta que: “Todo individuo 
tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho 
incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de in-
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vestigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”.

En gran medida, el reconocimiento del acceso a la información como 
derecho autónomo e independiente, procede de la gran demanda 
ciudadana por conocer las actuaciones de los gobiernos,  controlar 
la corrupción, conocer los bienes y servicios a los que los ciudadanos 
tienen derecho y más recientemente, como mecanismo para conocer 
la verdad con respecto a violaciones graves de derechos humanos.  
Sin embargo no se limita a esto. El acceso a la información es un 
ejercicio diario que los ciudadanos llevan a cabo para acercarse a la 
administración pública, conocer información general y de interés, y 
garantizar otros derechos. 

En gran medida, el reconocimiento del acceso a la información 
como derecho autónomo e independiente, procede de la gran de-
manda ciudadana por conocer las actuaciones de los gobiernos,  
controlar la corrupción, conocer los bienes y servicios a los que 
los ciudadanos tienen derecho y más recientemente, como meca-
nismo para conocer la verdad con respecto a violaciones graves 
de derechos humanos.  Sin embargo no se limita a esto. El acce-
so a la información es un ejercicio diario que los ciudadanos lle-
van a cabo para acercarse a la administración pública, cono-
cer información general y de interés, y garantizar otros derechos.  

Así, el derecho de acceso a la información pública no sólo es funda-
mental para hacer control social a la administración pública, cono-
ciendo sus actuaciones, sino que también es esencial para la reali-
zación y ejercicio de otros derechos fundamentales. En esta medida, 
una sociedad bien informada, es una sociedad empoderada que 
ejerce sus derechos plenamente, que exige y que hace control sobre 
lo que le afecta. 
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1 Corporación Transparencia por Colombia (2010): Una mirada a la transparencia en la gestión pública. Dis-
ponible en: http://www.medellin.gov.co/irj/go/km/docs/enconfianza/articulosytemas/documentos/Una%20
mirada%20a%20la%20transparencia%20en%20la%20gestion%20publica.pdf

3. ¿Por qué tener una Ley de 
Transparencia y del Derecho 
de Acceso a la Información 
Pública?
 
Si bien el acceso a la información pública en Colombia esta-
ba reglamentado a través de numerosos instrumentos norma-
tivos, su ámbito de aplicación era acotado a determinados su-
jetos obligados y no todos aquellos que controlan o elaboran 
información pública eran sujetos de las obligaciones normativas.  
 
En principio, el derecho de acceso a la información está protegido 
y reconocido en la Constitución Política de 1991 en su artículo 74.  
Éste hace referencia a la garantía general de todos los ciudada-
nos de acceder a los documentos públicos, salvo los casos  por ley.  
 
Adicionalmente, la Constitución contempla otras disposiciones rela-
cionadas al derecho en cuestión. El artículo 20 protege el derecho 
de toda persona de expresarse libremente y con ello de informarse y 
recibir información veraz e imparcial. Igualmente el artículo 23 esta-
blece el derecho de toda persona de presentar peticiones respetuo-
sas a las autoridades y a que estas sean respuestas con brevedad. Y 
finalmente el artículo 15 establece que los ciudadanos “tienen dere-
cho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan 
recogido sobre ellos en los bancos de datos y en archivos de entidades 
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públicas y privadas” haciendo referencia al derecho de Habeas Data. 

Sin embargo, a pesar de que este derecho está contemplado en 
la Constitución, se hace necesario regular y reglamentar todos los 
procedimientos, mecanismos y herramientas para garantizar su 
pleno ejercicio. Es por esto, que a pesar de contar con numerosas 
leyes y decretos en la materia  era fundamental unificar criterios 
y contar con un cuerpo normativo robusto, consistente y acorde a 
los estándares internacionales y a las necesidades ciudadanas.  
 
De tal forma, las razones que fundamentan la existencia de la Ley de 
Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública son: 
1. Posicionar el derecho de acceso a la información como un dere-
cho fundamental plenamente reglamentado. 2. Ampliar el ámbito 
de aplicación del sistema de acceso a la información, aumentando 
el número de sujetos obligados garantizando así el derecho en su 
expresión más amplia. Y 3. Clarificar y ampliar los instrumentos y 
herramientas para el ejercicio del derecho fundamental.

 
2 Colombia cuenta con un marco normativo amplio y detallado en temas al acceso a la información pública. 
Entre las leyes que sobre la materia se han expedido se encuentran la Ley 1437 conocida como el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la Ley 594 de 2000 o la Ley de Archivos, la 
Ley 1581 de 2001 o de Habeas Data, entre otras.
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4. ¿Cuáles son los  
beneficios de contar con una 
Ley de Transparencia y del 
Derecho de Acceso a la  
Información Pública?
 
Son muchos los beneficios que para un Estado y para la ciudadanía 
en particular, trae el contar con la Ley de Transparencia y del De-
recho de Acceso a la Información Pública. Sin embargo, se pueden 
enumerar tres razones fundamentales por las que el ejercicio del  
derecho de acceso a la información pública puede mejorar nuestras 
vidas: 1. Es un herramientas fundamental de participación democrá-
tica, 2. Es un medio de empoderamiento de los ciudadanos y 3. Es un 
derecho facilitador de otros derechos humanos. 

1. Como herramienta de participación democrática, permite cono-
cer las actuaciones del gobierno,  controlar su funcionamiento y gestión 
y controlar la corrupción 

a. garantizando el acceso a la información pública, los 
ciudadanos pueden conocer de antemano la gestión de sus gobier-
nos, la ejecución de las políticas, planes y programas; y así indagar 
y cuestionar si se están ejecutando adecuadamente los recursos pú-
blicos y si se están cumplimiento efectivamente las funciones pú-
blicas, ejerciendo así la función fundamental de control social de la 
gestión pública. 

b. El riesgo de corrupción en el Estado es más alto 
cuando no existe conocimiento de los actos que éste realiza, en esta 
medida, si se permite que todos accedamos a la información corres-
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pondiente al funcionamiento, estructura, procesos y decisiones del 
Estado serán menos los espacios para realizar actos de corrupción. 

Adicionalmente, la posibilidad de que los ciudadanos podamos co-
nocer aquella información en uso de los servidores públicos en la 
ejecución de programas y proyectos, nos da la oportunidad de eva-
luar la eficiencia y la pertinencia de los mismos; y así cerciorarnos 
que la ejecución del presupuesto público responda a las necesida-
des sociales y no a intereses particulares. 

2. Como medio para empoderar a los ciudadanos, en tanto ha-
bilita a las personas a tomar decisiones informadas sobre los he-
chos que afectan su vida: como principio general, con mayor de in-
formación disponible, tenemos más opciones a la hora de tomar 
una decisión.  Con la Ley de Transparencia y del Derecho de Ac-
ceso a la Información los ciudadanos tendremos mayor acceso y 
mayor disponibilidad a la información que afecta nuestras vidas lo 
que conlleva a una mejor decisión individual y mayor autonomía 
 

3. Como instrumento facilitador de otros derechos humanos: 
el ejercicio del derecho de acceso a la información pública tiene un 
valor instrumental en el ejercicio de otros derechos fundamentales, 
ya que sin el conocimiento y la información sobre el contenido y las 
formas y medios de ejercer los derechos humanos, se imposibilita el 
pleno goce y disfrute de los mismos. 

Solo accediendo a la información pública que el Estado produce 
o administra sobre programas y proyectos para el ejercicio de los 
derechos humanos, los ciudadanos podemos conocer su existencia 
o su inexistencia, y con ello participar de ellos, y si es el casi exigir 
su aplicación.
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5. ¿A quiénes beneficia el  
contar con una Ley de  
Transparencia y del Derecho 
de Acceso a la Información 
Pública?

El contar con la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la 
Información Pública, nos beneficia a todos como ciudadanos, pero 
también b eneficia a la organización y funcionamiento del Estado.  

Como ciudadanos porque nos permite disponer de información 
oportuna, clara e igual para todos y así conocer de primera mano, 
las actuaciones del Estado e incidir de manera directa en la toma 
de decisiones a través del control y la rendición de cuentas sociales 
y hacer de éste uno más eficiente y menos corrupto; así mismo nos 
permite tomar mejores decisiones en nuestra cotidianidad y ejercer 
otros derechos fundamentales, mejorando nuestra vida. 

Como Estado porque promueve la cultura de la transparencia, la 
actitud ética de los funcionarios públicos, que deben estar siempre 
dispuestos a brindar la información y una gestión de gobierno más 
democrática; que en definitiva fortalecerá la confianza de la ciuda-
danía en las instituciones y hará que como Estado seamos respon-
sables de nuestros actos. 

Así, los beneficios son en doble vía ya que, un Estado que constan-
temente abre la información a los ciudadanos para que estos conoz-
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can su funcionamiento, que rinde cuentas de sus actos y que brinda 
la formación sobre los aspectos técnicos y políticos de su gestión, es 
un Estado que genera mayor confianza y por tanto una mejor y más 
estrecha relación con sus ciudadanos. Por su parte, una ciudadanía 
participativa, que tiene sentido de responsabilidad por lo público, 
que está comprometida con la rendición de cuentas y que conoce 
el funcionamiento de sus instituciones, genera un Estado más res-
ponsable, más comprometido y sobre todo más transparente con sus 
acciones.

6. ¿A quiénes obliga el  
cumplimiento Ley  
de Transparencia y del  
Derecho de Acceso a la  
Información Pública?

De manera general, la Ley de Transparencia y del Derecho de Ac-
ceso a la Información Pública obliga a facilitar el ejercicio del de-
recho de acceso a la información pública y a promover la trans-
parencia gubernamental, a todos las entidades de las tres ramas 
del poder público del orden nacional y territorial, asimismo a 
los órganos y organismos autónomos, independientes y de con-
trol que componen el Estado. Sin embargo la ley considera  
 
Adicional a estas entidades, también están obligadas a cumplir las 
disposiciones de trasparencia y acceso a la información pública las 
personas naturales y jurídicas que ejercen funciones públicas, que 
prestan un servicio público o que administran o gestionan recursos 
públicos.
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Finalmente, los partidos políticos y movimientos significativos de 
ciudadanos también son sujetos obligados de la norma y deben 
cumplir las disposiciones de la norma de igual forma a las institu-
ciones anteriormente mencionadas.

7. ¿Cuáles son los desafíos 
para el estado colombiano en 
la defensa del ejercicio del 
Derecho de Acceso a la  
Información Pública? 

A pesar de que Colombia tiene grandes avances en la defensa y 
garantía del acceso a la información pública, la Ley trae consigo 
nuevas obligaciones y disposiciones que es necesario tener en con-
sideración para el pleno goce y ejercicio del derecho de acceso a la 
información. Estas nuevas disposiciones implican deberes y retos 
que deberán ser abordados tanto por ciudadanos como por gober-
nantes, funcionarios públicos y otras personas naturales y jurídicas 
obligadas.  De tal modo se pueden enumerar:

1. La cultura del secreto todavía está presente en la actuación 
de muchos servidores públicos. Las trabas y los obstáculos para en-
tregar información son recurrentes y la idea de que la información 
le pertenece al funcionario o empleado, todavía permanece presen-
te. Esto, implica un cambio de mentalidad para ellos, que deben 
comprender que la información le pertenece al ciudadano y que el 
ejercicio del derecho de acceso a la información implica no solo 
estar dispuesto a entregar información en las mejores condiciones 
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de calidad y contenido, sino que también debe estar dispuesto a pu-
blicar y divulgar información proactivamente. 

2. A pesar de que existe un marco normativo y legal amplio, re-
lativo al acceso a la información, es necesario reglamentar aquellos 
temas, procedimientos y mecanismos que quedaron enunciados o 
que no fueron explicados debidamente en la norma. Así, lo que se 
debe buscar es dejar claro y explícito cada uno de los procedimien-
tos y herramientas relativos al ejercicio del derecho. 

3. La Ley menciona seis entidades líderes  del diseño, promoción 
e implementación de la política pública de acceso a la información, 
esto involucra un gran esfuerzo de coordinación interinstitucional 
que implica tener claras las funciones y el rol de cada una de ellas 
en la política pública y que así no se dupliquen esfuerzos y la inicia-
tiva no sucumba ante la falta de coordinación. 

4. De un buen ejercicio de capacitación e interiorización a los 
ciudadanos de los principios consagrados en la ley, así como de los 
mecanismos de acceso a la información, depende el éxito de la ga-
rantía del derecho de acceso a la información pública en Colombia. 
Solo a través de la formación en el derecho, los ciudadanos conoce-
remos de ante mano nuestros derechos y herramientas para ejercer-
lo plenamente y sin inconvenientes. 

5. El acceso a la información en Colombia tiene grandes brechas 
regionales, especialmente en lo que refiere a la solicitud de infor-
mación y al acceso a tecnologías de la información y las comunica-
ciones que lo facilitan. Por lo que la superación de estas brechas 
supone un gran reto para la estatalidad, ya que las mismas suponen 
una violación y un obstáculo al derecho en ejercicio. 



15

8. ¿Cómo está estructurada  
la Ley 1712 de 2014? 

La Ley contiene 33 artículos, organizados en cinco (5) títulos dividi-
dos de la siguiente manera:

Título I – Disposiciones Generales
Establece el objeto, el ámbito de aplicación de la ley expresado 
en los sujetos obligados, el concepto del derecho fundamental a 
la información y define los principios de la transparencia y acceso 
a la información pública (máxima publicidad para titular universal, 
transparencia, buena fe, facilitación, no discriminación, gratuidad, 
celeridad, eficacia, calidad de la información, divulgación proactiva 
de la información y responsabilidad en el uso de la información), así 
como otros conceptos relacionados al ejercicio del derecho. 

Título II – De la publicidad y del contenido de la  
información
Comprende lo relativo a las características de la publicación de la 
información (disponibilidad y accesibilidad), el contenido mínimo 
que los sujetos obligados deben publicar de manera proactiva con 
respecto a su estructura y servicios, procedimientos y funcionamien-
to .;  Así mismo,  establece  los mecanismos y herramientas de pu-
blicidad de la información pública que deberán ser adoptados por 
los sujetos obligados en cumplimiento del derecho ciudadano del 
acceso a la información (Esquemas de Publicación, Registros Activos 
de Información, Programas de Gestión Documental, Archivos y Siste-
mas de Información). 
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Título III – Excepciones acceso a la información
Refiere a aquella información pública clasificada o reservada cuyo 
acceso podrá ser rechazado o denegado, de manera motivada, bajo 
algunas circunstancias específicas constitucionales o de protección 
a la integridad y seguridad de los ciudadanos y/o sujetos obligados. 
Frente a esto, los sujetos obligados deberán clasificar y notificar 
oportunamente la denominación, motivación e individualización de 
los actos, documentos e informaciones calificados como clasificados 
o reservados. 

Título IV – De las garantías al ejercicio del derecho de 
acceso a la información
Se refiere a las obligaciones derivadas del derecho de todo ciudada-
no a solicitar y recibir información de cualquier sujeto obligado, en 
la forma y condiciones que se  estipulan la presente ley. Para ello se 
establecen las garantías y mecanismos  con los que cuenta la ciu-
dadanía para el ejercicio efectivo de este derecho. En tal sentido, se 
dispone que es el Ministerio Público en cabeza de la Procuraduría 
General de la Nación, quien velará por el adecuado cumplimiento 
de las obligaciones estipuladas en la ley..

Título V – Vigencia y medidas de promoción
Dispone las medidas de promoción y capacitación para los sujetos 
obligados y la ciudadanía en general, en asistencia e información 
sobre el ejercicio del derecho de acceso a la información, sus prin-
cipios y sus reglas básicas. Así mismo, establece cuáles son las enti-
dades líderes encargadas del diseño, promoción e implementación 
de la política pública de acceso a la información pública; así como 
la vigencia de la ley en el orden nacional y territorial.
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3 El artículo 32 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información señala como entidades 
líderes a: la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República, el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, el Departamento Nacional de Planeación, el Departamento Administra-
tivo de la Función Pública, el Archivo General de la Nación y el Departamento Administrativo de Estadistica 
Nacional.

Son principios del derecho  
de acceso a la información  

pública en Colombia:

Principio de máxima publicidad para titular universal. Toda infor-
mación en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado 
es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición 
constitucional o legal, de conformidad con la presente ley .

Otros principios de la Ley de Transparencia  
y Acceso a la Información Pública

Principio de transparencia. Principio conforme al cual toda la infor-
mación en poder de los sujetos obligados definidos en esta ley se 
presume pública, en consecuencia de lo cual dichos sujetos están 
en el deber de proporcionar y facilitar el acceso a la misma en los 
términos más amplios posibles y a través de los medios y procedi-
mientos que al efecto establezca la ley, excluyendo solo aquello que 
esté sujeto a las excepciones constitucionales y legales y bajo el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley.
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Principio de celeridad. Con este principio se busca la agilidad en 
el trámite y la gestión administrativa. Comporta la indispensable 
agilidad en el cumplimiento de las tareas a cargo de entidades y 
servidores públicos.

 
Principio de buena fe. En virtud del cual todo sujeto obligado, al 
cumplir con las obligaciones derivadas del derecho de acceso a la 
información pública, lo hará con motivación honesta, leal y despro-
vista de cualquier intención dolosa o culposa. 

Principio de eficacia. El principio impone el logro de resultados mí-
nimos en relación con las responsabilidades confiadas a los orga-
nis¬mos estatales, con miras a la efectividad de los derechos colec-
tivos e individuales. 

Principio de facilitación. En virtud de este principio los sujetos obli-
gados deberán facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la in-
formación pública, excluyendo exigencias o requisitos que puedan 
obstruirlo o impedirlo.

Principio de la calidad de la información. Toda la información de 
interés público que sea producida, gestionada y difundida por el 
sujeto obligado, deberá ser oportuna, objetiva, veraz, completa, reu-
tilizable, procesable y estar disponible en formatos accesibles para 
los solicitantes e interesados en ella, teniendo en cuenta los proce-
dimientos de gestión documental de la respectiva entidad.

Principio de no discriminación. De acuerdo al cual los sujetos obli-
gados deberán entregar información a todas las personas que lo so-
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liciten, en igualdad de condiciones, sin hacer distinciones arbitrarias 
y sin exigir expresión de causa o motivación para la solicitud.

Principio de la divulgación proactiva de la información. El derecho 
de acceso a la información no radica únicamente en la obligación 
de dar respuesta a las peticiones de la sociedad, sino también en el 
deber de los sujetos obligados de promover y generar una cultura 
de transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divul-
gar documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de in-
terés público, de forma rutinaria y proactiva, actualizada, accesible y 
comprensible, atendiendo a límites razonables del talento humano 
y recursos físicos y financieros. 

Principio de gratuidad. Según este principio el acceso a la informa-
ción pública es gratuito y no se podrá cobrar valores adicionales al 
costo de reproducción de la información.

Principio de responsabilidad en el uso de la información. En virtud 
de este, cualquier persona que haga uso de la información que pro-
porcionen los sujetos obligados, lo hará atendiendo a la misma. 

4 Artículo 2. Ley 1712 de 2014

5 Artículo 3. Ley 1712 de 2014
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9. ¿Qué medidas se  
contemplan en la Ley para  
la garantía del Derecho de  
Acceso a la Información  
Pública?

La Ley contempla varias medidas para garantizar el pleno ejercicio 
del derecho de acceso a la información pública. Relacionada con la 
obligación positiva de publicar información proactivamente, la ley 
especifica el tipo y las clases de información que se deben publicar 
sin solicitud previa y de manera proactiva, las cualidades de esta 
información, la disponibilidad y los medios para la publicación de la 
misma y los mecanismos para gestionarla eficientemente.¿

 
Adicionalmente y relacionada con la solicitud de información por 
parte del ciudadano, se contemplan distintas garantías, que van des-
de la posibilidad de que cualquier persona sin justificación alguna 
puede acceder a la información pública en cualquier medio o for-
mato disponible, hasta la garantía de gratuidad o de no superación 
de los costos de reproducción en la respuesta a la solicitud. Conjun-
tamente señala los recursos disponibles para el ciudadano cuando 
su petición de acceso a información sea denegada con motivo de 
alguna de las excepciones de ley. Así, la Ley contempla una amplia 
protección para solicitantes de información, en pro de que la posibi-
lidad de acceder a la información pública sea cabalmente ejercida. 
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10. ¿Quién vela por la  
protección del ejercicio  
del Derecho de Acceso a  
la Información Pública? 

Como se enunció anteriormente el derecho de acceso a la informa-
ción pública es un derecho fundamental consagrado en la jurispru-
dencia internacional y nacional, como uno estructural y transversal 
a todos los Derechos Humanos. En esta medida y según lo estable-
cido en la Constitución Política de Colombia en su artículo 277, las 
funciones de protección de los Derechos Humanos y el asegura-
miento de su efectividad y cumplimiento en el país, están en manos 
del Ministerio Público, en cabeza de la Procuraduría General de la 
Nación y con apoyo de la Defensoría del Pueblo y las Personerías 
municipales. 

En particular, la Ley establece una serie de funciones y atribuciones 
a la Procuraduría General de la Nación que tendrá la obligación 
de velar por el adecuado cumplimiento de todas las obligaciones 
estipuladas en la misma. Entre ellas, esta tendrá a su cargo las fun-
ciones preventivas y de promoción, y adicionalmente funciones san-
cionatorias que implican la obligatoriedad del ejercicio del derecho 
de acceso a la información pública. 



A
BC

 L
ey

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

de
l D

er
ec

ho
 d

e 
A

cc
es

o 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a

22

Casos de acceso a 
Información Pública 

 
¿Cómo se puede buscar información 

publicada proactivamente?

11. ¿Cuál es la vigencia  
de la Ley? 

La Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información 
Pública entró en vigencia para los sujetos obligados del orden na-
cional, seis meses después de su promulgación, es decir el 6 de 
septiembre de 2014. Para los sujetos obligados del orden territorial 
entró en vigencia el 6 de marzo de 2014, un año después de su pro-
mulgación.
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Con la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública, 
Juan ahora tiene acceso a información pública de un amplio grupo de sujetos 
obligados, tanto entidades públicas como privadas, así como partidos políticos y 
grupos significativos de ciudadanos. La información debe estar publicada de ma-
nera proactiva en sus sitios web
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¿Cómo se debe solicitar  
información pública?

De acuerdo al artículo 24 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la 
Información Pública, “toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información 
de cualquier sujeto obligado, en la forma y condiciones establecidas por la ley y 
la Constitución”
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¿Qué tipo de información 
se puede solicitar? 

De acuerdo al artículo 2 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la 
información Pública, “toda información en posesión, bajo control o custodia de un 
sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposi-
ción constitucional o legal, de conformidad con la ley”.  
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¿Quiénes pueden solicitar  
acceso a información pública?

De acuerdo al artículo 3 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la 
información, el principio de no discriminación explica que “[…] los sujetos obli-
gados deberán entregar información a todas las personas que los soliciten, sin 
hacer distinciones arbitrarias y sin exigir expresión de causa y motivación para la 
solicitud”.  
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¿Cómo se debe responder a una  
solicitud de acceso a información? 

De acuerdo al artículo 26 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la información 
una respuesta a una solicitud de acceso a información es “aquel acto escrito mediante el cual, 
de forma oportuna, veraz, completa, motivada y actualizada, todo sujeto obligado responde 
materialmente a cualquier persona que presente una solicitud de acceso a información públi-
ca.”, adicionalmente, “la respuesta a la solicitud deberá ser gratuita o sujeta a un costo que no 
supere el valor de la reproducción y envío de la misma al solicitante. Se preferirá, cuando sea 
posible, según los sujetos pasivo y activo, la respuesta por vía electrónica, con el consentimiento 
del solicitante”. 
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¿Qué es la información clasificada y reservada?
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¿Bajo qué circunstancias se puede 
denegar el acceso a información  

pública?
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¿Qué requisitos debe cumplir una  
negativa de acceso a información  

pública?

De acuerdo al artículo 28 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a 
la información “le corresponde al sujeto obligado aportar las razones y pruebas 
que fundamenten y evidencien que la información solicitada debe permanecer 
reservada o confidencial”. 
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Consideraciones finales

De acuerdo al artículo 29 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la información 
“todo acto de ocultamiento, destrucción o alteración deliberada total o parcial de información 
pública, una vez haya sido objeto de una solicitud de información, será sancionado en los tér-
minos del artículo 292 del Código Penal”.

De acuerdo al artículo 21 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la información 
“ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un documento obra o no en su poder o 
negar la divulgación de un documento”.

De acuerdo al artículo 23 de la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la información 
“El Ministerio Público será el encargado de velar por el adecuado cumplimiento de las obliga-
ciones estipuladas en la ley”. 
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Anexo 1
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LEY 1712 DE 2014

(Marzo 6)

Reglamentada parcialmente por el Decreto Nacional 103 de 2015, 
Corregida por el Decreto Nacional 1494 de 2015.

Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho 
de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras dis-

posiciones.

El Congreso de la República

DECRETA:

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo  1°. Objeto. El objeto de la presente ley es regular el derecho de 
acceso a la información pública, los procedimientos para el ejercicio y 
garantía del derecho y las excepciones a la publicidad de información. 
 
Artículo  2°. Principio de máxima publicidad para titular universal. 
Toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto 
obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por dis-
posición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley.  
 
Artículo  3°. Otros principios de la transparencia y acceso a la in-
formación pública. En la interpretación del derecho de acceso a la 
información se deberá adoptar un criterio de razonabilidad y pro-
porcionalidad, así como aplicar los siguientes principios: 
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Principio de transparencia. Principio conforme al cual toda la infor-
mación en poder de los sujetos obligados definidos en esta ley se 
presume pública, en consecuencia de lo cual dichos sujetos están 
en el deber de proporcionar y facilitar el acceso a la misma en los 
términos más amplios posibles y a través de los medios y procedi-
mientos que al efecto establezca la ley, excluyendo solo aquello que 
esté sujeto a las excepciones constitucionales y legales y bajo el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley. 

Principio de buena fe. En virtud del cual todo sujeto obligado, al 
cumplir con las obligaciones derivadas del derecho de acceso a la 
información pública, lo hará con motivación honesta, leal y despro-
vista de cualquier intención dolosa o culposa. 

Principio de facilitación. En virtud de este principio los sujetos obli-
gados deberán facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la in-
formación pública, excluyendo exigencias o requisitos que puedan 
obstruirlo o impedirlo.

Principio de no discriminación. De acuerdo al cual los sujetos obli-
gados deberán entregar información a todas las personas que lo so-
liciten, en igualdad de condiciones, sin hacer distinciones arbitrarias 
y sin exigir expresión de causa o motivación para la solicitud.

Principio de gratuidad. Según este principio el acceso a la informa-
ción pública es gratuito y no se podrá cobrar valores adicionales al 
costo de reproducción de la información.

Principio de celeridad. Con este principio se busca la agilidad en 
el trámite y la gestión administrativa. Comporta la indispensable 
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agilidad en el cumplimiento de las tareas a cargo de entidades y 
servidores públicos. 

Principio de eficacia. El principio impone el logro de resultados mí-
nimos en relación con las responsabilidades confiadas a los orga-
nis¬mos estatales, con miras a la efectividad de los derechos colec-
tivos e individuales. 

Principio de la calidad de la información. Toda la información de 
interés público que sea producida, gestionada y difundida por el 
sujeto obligado, deberá ser oportuna, objetiva, veraz, completa, reu-
tilizable, procesable y estar disponible en formatos accesibles para 
los solicitantes e interesados en ella, teniendo en cuenta los proce-
dimientos de gestión documental de la respectiva entidad.

Principio de la divulgación proactiva de la información. El derecho 
de acceso a la información no radica únicamente en la obligación 
de dar respuesta a las peticiones de la sociedad, sino también en el 
deber de los sujetos obligados de promover y generar una cultura 
de transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divul-
gar documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de in-
terés público, de forma rutinaria y proactiva, actualizada, accesible y 
comprensible, atendiendo a límites razonables del talento humano 
y recursos físicos y financieros. 

Principio de responsabilidad en el uso de la información. En virtud 
de este, cualquier persona que haga uso de la información que pro-
porcionen los sujetos obligados, lo hará atendiendo a la misma. 
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Artículo  4°. Concepto del derecho. En ejercicio del derecho fun-
damental de acceso a la información, toda persona puede conocer 
sobre la existencia y acceder a la información pública en posesión 
o bajo control de los sujetos obligados. El acceso a la información 
solamente podrá ser restringido excepcionalmente. Las excepciones 
serán limitadas y proporcionales, deberán estar contempladas en la 
ley o en la Constitución y ser acordes con los principios de una so-
ciedad democrática. 

El derecho de acceso a la información genera la obligación correla-
tiva de divulgar proactivamente la información pública y responder 
de buena fe, de manera adecuada, veraz, oportuna y accesible a las 
solicitudes de acceso, lo que a su vez conlleva la obligación de pro-
ducir o capturar la información pública. Para cumplir lo anterior los 
sujetos obligados deberán implementar procedimientos archivísti-
cos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de documentos 
electrónicos auténticos. 

Parágrafo. Cuando el usuario considere que la solicitud de la infor-
mación pone en riesgo su integridad o la de su familia, podrá solici-
tar ante el Ministerio Público el procedimiento especial de solicitud 
con identificación reservada. 

Artículo  5°. Ámbito de aplicación.  Corregido por el art. 1, Decreto 
Nacional 1494 de 2015. Las disposiciones de esta ley serán aplica-
bles a las siguientes personas en calidad de sujetos obligados: 

a) Toda entidad pública, incluyendo las pertenecientes a todas las 
Ramas del Poder Público, en todos los niveles de la estructura esta-
tal, central o descentralizada por servicios o territorialmente, en los 
órdenes nacional, departamental, municipal y distrital; 
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b) Los órganos, organismos y entidades estatales independientes o 
autónomos y de control; 

c) Las personas naturales y jurídicas, públicas o privadas, que pres-
ten función pública, que presten servicios públicos respecto de la 
información directamente relacionada con la prestación del servicio 
público; 

d) Cualquier persona natural, jurídica o dependencia de persona ju-
rídica que desempeñe función pública o de autoridad pública, res-
pecto de la información directamente relacionada con el desempe-
ño de su función; 

e) Los partidos o movimientos políticos y los grupos significativos 
de ciudadanos; 

f) Las entidades que administren instituciones parafiscales, fondos 
o recursos de naturaleza u origen público. 

Las personas naturales o jurídicas que reciban o intermedien fon-
dos o beneficios públicos territoriales y nacionales y no cumplan 
ninguno de los otros requisitos para ser considerados sujetos obli-
gados, solo deberán cumplir con la presente ley respecto de aquella 
información que se produzca en relación con fondos públicos que 
reciban o intermedien. 

Parágrafo 1°. No serán sujetos obligados aquellas personas natura-
les o jurídicas de carácter privado que sean usuarios de información 
pública. 
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Artículo 6°. Definiciones. 

a) Información. Se refiere a un conjunto organizado de datos con-
tenido en cualquier documento que los sujetos obligados generen, 
obtengan, adquieran, transformen o controlen; 

b) Información pública. Es toda información que un sujeto obligado 
genere, obtenga, adquiera, o controle en su calidad de tal;

 

 c) Información pública clasificada. Es aquella información que es-
tando en poder o custodia de un sujeto obligado en su calidad de 
tal, pertenece al ámbito propio, particular y privado o semiprivado 
de una persona natural o jurídica por lo que su acceso podrá ser ne-
gado o exceptuado, siempre que se trate de las circunstancias legíti-
mas y necesarias y los derechos particulares o privados consagrados 
en el artículo 18 de esta ley;

 d) Información pública reservada. Es aquella información que es-
tando en poder o custodia de un sujeto obligado en su calidad de 
tal, es exceptuada de acceso a la ciudadanía por daño a intereses 
públicos y bajo cumplimiento de la totalidad de los requisitos con-
sagrados en el artículo 19 de esta ley; 

e) Publicar o divulgar. Significa poner a disposición en una forma de 
acceso general a los miembros del público e incluye la impresión, 
emisión y las formas electrónicas de difusión; 

f) Sujetos obligados. Se refiere a cualquier persona natural o jurídi-
ca, pública o privada incluida en el artículo 5° de esta ley; 
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g) Gestión documental. Es el conjunto de actividades administrati-
vas y técnicas tendientes a la planificación, procesamiento, manejo 
y organización de la documentación producida y recibida por los su-
jetos obligados, desde su origen hasta su destino final, con el objeto 
de facilitar su utilización y conservación; 

h) Documento de archivo. Es el registro de información producida o 
recibida por una entidad pública o privada en razón de sus activida-
des o funciones; 

i) Archivo. Es el conjunto de documentos, sea cual fuere su fecha, 
forma y soporte material, acumulados en un proceso natural por una 
persona o entidad pública o privada, en el transcurso de su gestión, 
conservados respetando aquel orden para servir como testimonio e 
información a la persona o institución que los produce y a los ciu-
dadanos, como fuentes de la historia. También se puede entender 
como la institución que está al servicio de la gestión administrativa, 
la información, la investigación y la cultura; 

j) Datos Abiertos. Son todos aquellos datos primarios o sin procesar, 
que se encuentran en formatos estándar e interoperables que facili-
tan su acceso y reutilización, los cuales están bajo la custodia de las 
entidades públicas o privadas que cumplen con funciones públicas 
y que son puestos a disposición de cualquier ciudadano, de forma 
libre y sin restricciones, con el fin de que terceros puedan reutilizar-
los y crear servicios derivados de los mismos; 

k) Documento en construcción. No será considerada información pú-
blica aquella información preliminar y no definitiva, propia del pro-
ceso deliberatorio de un sujeto obligado en su calidad de tal. 
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TÍTULO II

DE LA PUBLICIDAD Y DEL CONTENIDO DE 
LA INFORMACIÓN

Artículo  7°. Disponibilidad de la Información. En virtud de los prin-
cipios señalados, deberá estar a disposición del público la infor-
mación a la que hace referencia la presente ley, a través de medios 
físicos, remotos o locales de comunicación electrónica. Los sujetos 
obligados deberán tener a disposición de las personas interesadas 
dicha información en la Web, a fin de que estas puedan obtener la 
información, de manera directa o mediante impresiones. Asimismo, 
estos deberán proporcionar apoyo a los usuarios que lo requieran y 
proveer todo tipo de asistencia respecto de los trámites y servicios 
que presten. 

Parágrafo. Se permite en todo caso la retransmisión de televisión 
por internet cuando el contenido sea información pública de enti-
dades del Estado o noticias al respecto. 

Artículo  8°. Criterio diferencial de accesibilidad. Con el objeto de 
facilitar que las poblaciones específicas accedan a la información 
que particularmente las afecte, los sujetos obligados, a solicitud de 
las autoridades de las comunidades, divulgarán la información pú-
blica en diversos idiomas y lenguas y elaborarán formatos alternati-
vos comprensibles para dichos grupos. Deberá asegurarse el acceso 
a esa información a los distintos grupos étnicos y culturales del país 
y en especial se adecuarán los medios de comunicación para que 
faciliten el acceso a las personas que se encuentran en situación de 
discapacidad. 



41

Artículo  9°. Información mínima obligatoria respecto a la estruc-
tura del sujeto obligado. Todo sujeto obligado deberá publicar la 
siguiente información mínima obligatoria de manera proactiva en 
los sistemas de información del Estado o herramientas que lo sus-
tituyan: 

a) La descripción de su estructura orgánica, funciones y deberes, la 
ubicación de sus sedes y áreas, divisiones o departamentos, y sus 
horas de atención al público; 

b) Su presupuesto general, ejecución presupuestal histórica anual y 
planes de gasto público para cada año fiscal, de conformidad con el 
artículo 74 de la Ley 1474 de 2011; 

c) Un directorio que incluya el cargo, direcciones de correo electró-
nico y teléfono del despacho de los empleados y funcionarios y las 
escalas salariales correspondientes a las categorías de todos los 
servidores que trabajan en el sujeto obligado, de conformidad con 
el formato de información de servidores públicos y contratistas; 

d) Todas las normas generales y reglamentarias, políticas, lineamien-
tos o manuales, las metas y objetivos de las unidades administrati-
vas de conformidad con sus programas operativos y los resultados 
de las auditorías al ejercicio presupuestal e indicadores de desem-
peño; 

e) Su respectivo plan de compras anual, así como las contrataciones 
adjudicadas para la correspondiente vigencia en lo relacionado con 
funcionamiento e inversión, las obras públicas, los bienes adquiridos, 
arrendados y en caso de los servicios de estudios o investigaciones 
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deberá señalarse el tema específico, de conformidad con el artículo 
74 de la Ley 1474 de 2011. En el caso de las personas naturales con 
contratos de prestación de servicios, deberá publicarse el objeto del 
contrato, monto de los honorarios y direcciones de correo electró-
nico, de conformidad con el formato de información de servidores 
públicos y contratistas; 

f) Los plazos de cumplimiento de los contratos; 

g) Publicar el Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano, de 
conformidad con el artículo 73 de la Ley 1474 de 2011. 

Parágrafo 1°. La información a que se refiere este artículo deberá 
publicarse de tal forma que facilite su uso y comprensión por las 
personas, y que permita asegurar su calidad, veracidad, oportunidad 
y confiabilidad. 

Parágrafo  2°. En relación a los literales c) y e) del presente artículo, 
el Departamento Administrativo de la Función Pública establecerá 
un formato de información de los servidores públicos y de personas 
naturales con contratos de prestación de servicios, el cual contendrá 
los nombres y apellidos completos, ciudad de nacimiento, formación 
académica, experiencia laboral y profesional de los funcionarios y 
de los contratistas. Se omitirá cualquier información que afecte la 
privacidad y el buen nombre de los servidores públicos y contratis-
tas, en los términos definidos por la Constitución y la ley. 

Parágrafo 3°. Sin perjuicio a lo establecido en el presente artículo, 
los sujetos obligados deberán observar lo establecido por la estra-
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tegia de gobierno en línea, o la que haga sus veces, en cuanto a la 
publicación y divulgación de la información. 

Artículo  10. Publicidad de la contratación. En el caso de la informa-
ción de contratos indicada en el artículo 9° literal e), tratándose de 
contrataciones sometidas al régimen de contratación estatal, cada 
entidad publicará en el medio electrónico institucional sus contra-
taciones en curso y un vínculo al sistema electrónico para la con-
tratación pública o el que haga sus veces, a través del cual podrá 
accederse directamente a la información correspondiente al respec-
tivo proceso contractual, en aquellos que se encuentren sometidas 
a dicho sistema, sin excepción.

 

Parágrafo. Los sujetos obligados deberán actualizar la información 
a la que se refiere el artículo 9°, mínimo cada mes. 

Artículo  11. Información mínima obligatoria respecto a servicios, 
procedimientos y funcionamiento del sujeto obligado. Todo sujeto 
obligado deberá publicar la siguiente información mínima obliga-
toria de manera proactiva:

a) Detalles pertinentes sobre todo servicio que brinde directamente 
al público, incluyendo normas, formularios y protocolos de atención; 

b) Toda la información correspondiente a los trámites que se pue-
den agotar en la entidad, incluyendo la normativa relacionada, el 
proceso, los costos asociados y los distintos formatos o formularios 
requeridos; 
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c) Una descripción de los procedimientos que se siguen para tomar 
decisiones en las diferentes áreas; 

d) El contenido de toda decisión y/o política que haya adoptado y 
afecte al público, junto con sus fundamentos y toda interpretación 
autorizada de ellas; 

e) Todos los informes de gestión, evaluación y auditoría del sujeto 
obligado; 

f) Todo mecanismo interno y externo de supervisión, notificación y 
vigilancia pertinente del sujeto obligado; 

g) Sus procedimientos, lineamientos, políticas en materia de adqui-
siciones y compras, así como todos los datos de adjudicación y eje-
cución de contratos, incluidos concursos y licitaciones; 

h) Todo mecanismo de presentación directa de solicitudes, quejas y 
reclamos a disposición del público en relación con acciones u omi-
siones del sujeto obligado, junto con un informe de todas las soli-
citudes, denuncias y los tiempos de respuesta del sujeto obligado; 

i) Todo mecanismo o procedimiento por medio del cual el público 
pueda participar en la formulación de la política o el ejercicio de las 
facultades de ese sujeto obligado; 
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j) Un registro de publicaciones que contenga los documentos publi-
cados de conformidad con la presente ley y automáticamente dispo-
nibles, así como un Registro de Activos de Información; 

k) Los sujetos obligados deberán publicar datos abiertos, para lo 
cual deberán contemplar las excepciones establecidas en el título 3 
de la presente ley. Adicionalmente, para las condiciones técnicas de 
su publicación, se deberán observar los requisitos que establezca el 
Gobierno Nacional a través del Ministerio de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones o quien haga sus veces. 

Artículo 12. Adopción de esquemas de publicación. Todo sujeto obli-
gado deberá adoptar y difundir de manera amplia su esquema de 
publicación, dentro de los seis meses siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley. El esquema será difundido a través de 
su sitio Web, y en su defecto, en los dispositivos de divulgación exis-
tentes en su dependencia, incluyendo boletines, gacetas y cartele-
ras. El esquema de publicación deberá establecer: 

a) Las clases de información que el sujeto obligado publicará de 
manera proactiva y que en todo caso deberá comprender la infor-
mación mínima obligatoria; 

b) La manera en la cual publicará dicha información; 

c) Otras recomendaciones adicionales que establezca el Ministerio 
Público; 
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d) Los cuadros de clasificación documental que faciliten la consulta 
de los documentos públicos que se conservan en los archivos del 
respectivo sujeto obligado, de acuerdo con la reglamentación esta-
blecida por el Archivo General de la Nación; 

e) La periodicidad de la divulgación, acorde a los principios admi-
nistrativos de la función pública. 

Todo sujeto obligado deberá publicar información de conformidad 
con su esquema de publicación. 

Artículo  13. Registros de Activos de Información. Todo sujeto obli-
gado deberá crear y mantener actualizado el Registro de Activos de 
Información haciendo un listado de: 

a) Todas las categorías de información publicada por el sujeto obli-
gado; 

b) Todo registro publicado; 

c) Todo registro disponible para ser solicitado por el público. 

El Ministerio Público podrá establecer estándares en relación a los 
Registros Activos de Información.

Todo sujeto obligado deberá asegurarse de que sus Registros de Ac-
tivos de Información cumplan con los estándares establecidos por 
el Ministerio Público y con aquellos dictados por el Archivo General 
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de la Nación, en relación a la constitución de las Tablas de Reten-
ción Documental (TRD) y los inventarios documentales. 

Artículo  14. Información publicada con anterioridad.  Corregido por 
el art. 1, Decreto Nacional 1862 de 2015. Los sujetos obligados de-
ben garantizar y facilitar a los solicitantes, de la manera más senci-
lla posible, el acceso a toda la información previamente divulgada. 
Se publicará esta información en los términos establecidos. 

Cuando se dé respuesta a una de las solicitudes aquí previstas, esta 
deberá hacerse pública de manera proactiva en el sitio Web del su-
jeto obligado, y en defecto de la existencia de un sitio Web, en los 
dispositivos de divulgación existentes en su dependencia. 

Artículo 15. Programa de Gestión Documental. Dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, los 
sujetos obligados deberán adoptar un Programa de Gestión Docu-
mental en el cual se establezcan los procedimientos y lineamientos 
necesarios para la producción, distribución, organización, consulta 
y conservación de los documentos públicos. Este Programa debe-
rá integrarse con las funciones administrativas del sujeto obligado. 
Deberán observarse los lineamientos y recomendaciones que el Ar-
chivo General de la Nación y demás entidades competentes expidan 
en la materia. 

Artículo 16. Archivos. En su carácter de centros de información ins-
titucional que contribuyen tanto a la eficacia y eficiencia del Estado 
en el servicio al ciudadano, como a la promoción activa del acceso 
a la información pública, los sujetos obligados deben asegurarse de 
que existan dentro de sus entidades procedimientos claros para la 
creación, gestión, organización y conservación de sus archivos. Los 
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procedimientos adoptados deberán observar los lineamientos que 
en la materia sean producidos por el Archivo General de la Nación. 

Artículo 17. Sistemas de información. Para asegurar que los siste-
mas de información electrónica sean efectivamente una herramien-
ta para promover el acceso a la información pública, los sujetos 
obligados deben asegurar que estos: 

a) Se encuentren alineados con los distintos procedimientos y arti-
culados con los lineamientos establecidos en el Programa de Ges-
tión Documental de la entidad; 

b) Gestionen la misma información que se encuentre en los siste-
mas administrativos del sujeto obligado; 

c) En el caso de la información de interés público, deberá existir una 
ventanilla en la cual se pueda acceder a la información en formatos 
y lenguajes comprensibles para los ciudadanos; 

d) Se encuentren alineados con la estrategia de gobierno en línea o 
de la que haga sus veces. 
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TÍTULO III

EXCEPCIONES ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo  18. Información exceptuada por daño de derechos a perso-
nas naturales o jurídicas. Corregido por el art.  2, Decreto Nacional 
1494 de 2015. Es toda aquella información pública clasificada, cuyo 
acceso podrá ser rechazado o denegado de manera motivada y por 
escrito, siempre que el acceso pudiere causar un daño a los siguien-
tes derechos: 

a) El derecho de toda persona a la intimidad, bajo las limitaciones 
propias que impone la condición de servidor público, en concordan-
cia con lo estipulado; 

b) El derecho de toda persona a la vida, la salud o la seguridad; 

c) Los secretos comerciales, industriales y profesionales, así como 
los estipulados en el parágrafo del artículo 77 de la Ley 1474 de 
2011. 

Parágrafo. Estas excepciones tienen una duración ilimitada y no de-
berán aplicarse cuando la persona natural o jurídica ha consentido 
en la revelación de sus datos personales o privados o bien cuando 
es claro que la información fue entregada como parte de aquella 
información que debe estar bajo el régimen de publicidad aplicable. 

Artículo  19. Información exceptuada por daño a los intereses pú-
blicos. Es toda aquella información pública reservada, cuyo acceso 
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podrá ser rechazado o denegado de manera motivada y por escrito 
en las siguientes circunstancias, siempre que dicho acceso estuviere 
expresamente prohibido por una norma legal o constitucional: 

a) La defensa y seguridad nacional; 

b) La seguridad pública; 

c) Las relaciones internacionales; 

d) La prevención, investigación y persecución de los delitos y las 
faltas disciplinarias, mientras que no se haga efectiva la medida de 
aseguramiento o se formule pliego de cargos, según el caso; 

e) El debido proceso y la igualdad de las partes en los procesos ju-
diciales; 

f) La administración efectiva de la justicia; 

g) Los derechos de la infancia y la adolescencia; 

h) La estabilidad macroeconómica y financiera del país; 

i) La salud pública. 
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Parágrafo. Se exceptúan también los documentos que contengan 
las opiniones o puntos de vista que formen parte del proceso deli-
berativo de los servidores públicos. 

Artículo 20. Índice de Información clasificada y reservada. Los suje-
tos obligados deberán mantener un índice actualizado de los actos, 
documentos e informaciones calificados como clasificados o reser-
vados, de conformidad a esta ley. El índice incluirá sus denomina-
ciones, la motivación y la individualización del acto en que conste 
tal calificación. 

Artículo  21. Divulgación parcial y otras reglas. Corregido por el art. 
3, Decreto Nacional 1494 de 2015. En aquellas circunstancias en 
que la totalidad de la información contenida en un documento no 
esté protegida por una excepción contenida en la presente ley, debe 
hacerse una versión pública que mantenga la reserva únicamente 
de la parte indispensable. La información pública que no cae en 
ningún supuesto de excepción deberá ser entregada a la parte soli-
citante, así como ser de conocimiento público. La reserva de acceso 
a la información opera respecto del contenido de un documento 
público pero no de su existencia. 

Ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un documen-
to obra o no en su poder o negar la divulgación de un documento. 

Las excepciones de acceso a la información contenidas en la pre-
sente ley no aplican en casos de violación de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad, y en todo caso deberán protegerse los 
derechos de las víctimas de dichas violaciones. 
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Artículo 22. Excepciones temporales. La reserva de las informacio-
nes amparadas por el artículo 19 no deberá extenderse por un pe-
ríodo mayor a quince (15) años. 

TÍTULO IV

DE LAS GARANTÍAS AL EJERCICIO DEL DERECHO  
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 23. Funciones del Ministerio Público. El Ministerio Públi-
co será el encargado de velar por el adecuado cumplimiento de 
las obliga¬ciones estipuladas en la presente ley. Para tal propósito, 
la Procuraduría General de la Nación en un plazo no mayor a seis 
meses establecerá una metodología para que aquel cumpla las si-
guientes funciones y atribuciones: 

a) Desarrollar acciones preventivas para el cumplimiento de esta 
ley; 

b) Realizar informes sobre el cumplimiento de las decisiones de tu-
telas sobre acceso a la información; 

c) Publicar las decisiones de tutela y normatividad sobre acceso a la 
información pública; 

d) Promover el conocimiento y aplicación de la presente ley y sus 
disposiciones entre los sujetos obligados, así como su comprensión 
entre el público, teniendo en cuenta criterios diferenciales para su 
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accesibilidad, sobre las materias de su competencia mediante la pu-
blicación y difusión de una guía sobre el derecho de acceso a la 
información; 

e) Aplicar las sanciones disciplinarias que la presente ley consagra; 

f) Decidir disciplinariamente, en los casos de ejercicio de poder pre-
ferente, los casos de faltas o mala conducta derivada del derecho de 
acceso a la información; 

g) Promover la transparencia de la función pública, el acceso y la 
publicidad de la información de las entidades del Estado, por cual-
quier medio de publicación; 

h) Requerir a los sujetos obligados para que ajusten sus procedi-
mientos y sistema de atención al ciudadano a dicha legislación;

 

i) Realizar, directamente o a través de terceros, actividades de ca-
pacitación de funcionarios públicos en materia de transparencia y 
acceso a la información; 

j) Efectuar estadísticas y reportes sobre transparencia y acceso a la 
información de los órganos de la administración del Estado y sobre 
el cumplimiento de esta ley; 

k) Entregar en debida forma las respuestas a las peticiones formula-
das con solicitud de identificación reservada a las que se refiere el 
parágrafo del artículo 4° de la presente ley; 
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l) Implementar y administrar los sistemas de información en el cum-
plimiento de sus funciones, para lo cual establecerá los plazos y cri-
terios del reporte por parte de las entidades públicas que considere 
necesarias. 

Las entidades del Ministerio Público contarán con una oficina desig-
nada que dispondrá de los medios necesarios para el cumplimiento 
de las anteriores funciones y atribuciones. 

Artículo  24. Del Derecho de acceso a la información. Toda persona 
tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier sujeto 
obligado, en la forma y condiciones que establece esta ley y la Cons-
titución. 

Artículo  25. Solicitud de acceso a la Información Pública. Es aquella 
que, de forma oral o escrita, incluida la vía electrónica, puede hacer 
cualquier persona para acceder a la información pública. 

Parágrafo. En ningún caso podrá ser rechazada la petición por mo-
tivos de fundamentación inadecuada o incompleta. 

Artículo  26. Respuesta a solicitud de acceso a información.  Corre-
gido por el art. 4, Decreto Nacional 1494 de 2015. Es aquel acto es-
crito mediante el cual, de forma oportuna, veraz, completa, motivada 
y actualizada, todo sujeto obligado responde materialmente a cual-
quier persona que presente una solicitud de acceso a información 
pública. Su respuesta se dará en los términos establecidos. 
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La respuesta a la solicitud deberá ser gratuita o sujeta a un costo 
que no supere el valor de la reproducción y envío de la misma al so-
licitante. Se preferirá, cuando sea posible, según los sujetos pasivo 
y activo, la respuesta por vía electrónica, con el consentimiento del 
solicitante. 

Artículo 27. Recursos del solicitante. Cuando la respuesta a la so-
licitud de información invoque la reserva de seguridad y defensa 
nacional o relaciones internacionales, el solicitante podrá acudir al 
recurso de reposición, el cual deberá interponerse por escrito y sus-
tentando en la diligencia de notificación, o dentro de los tres (3) 
días siguientes a ella. 

Negado este recurso corresponderá al Tribunal administrativo con 
jurisdicción en el lugar donde se encuentren los documentos, si se 
trata de autoridades nacionales, departamentales o del Distrito Ca-
pital de Bogotá, o al juez administrativo si se trata de autoridades 
distritales y municipales, decidir en única instancia si se niega o se 
acepta, total o parcialmente, la petición formulada. 

Para ello, el funcionario respectivo enviará la documentación co-
rrespondiente al tribunal o al juez administrativo en un plazo no 
superior a tres (3) días. En caso de que el funcionario incumpla esta 
obligación el solicitante podrá hacer el respectivo envío de manera 
directa. 

El juez administrativo decidirá dentro de los diez (10) días siguien-
tes. Este término se interrumpirá en los siguientes casos: 
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1. Cuando el tribunal o el juez administrativo solicite copia o fo-
tocopia de los documentos sobre cuya divulgación deba decidir, o 
cualquier otra información que requieran, y hasta la fecha en la cual 
las reciba oficialmente. 

2. Cuando la autoridad solicite, a la sección del Consejo de Estado 
que el reglamento disponga, asumir conocimiento del asunto en 
atención a su importancia jurídica o con el objeto de unificar cri-
terios sobre el tema. Si al cabo de cinco (5) días la sección guarda 
silencio, o decide noavocar conocimiento, la actuación continuará 
ante el respectivo tribunal o juzgado administrativo.

 

Parágrafo. Será procedente la acción de tutela para aquellos casos 
no contemplados en el presente artículo, una vez agotado el recurso 
de reposición del Código Contencioso Administrativo.

 

Artículo 28. Carga de la prueba. Le corresponde al sujeto obligado 
aportar las razones y pruebas que fundamenten y evidencien que la 
información solicitada debe permanecer reservada o confidencial. 
En particular, el sujeto obligado debe demostrar que la informa-
ción debe relacionarse con un objetivo legítimo establecido legal o 
constitucionalmente. Además, deberá establecer si se trata de una 
excepción contenida en los artículos 18 y 19 de esta ley y si la re-
velación de la información causaría un daño presente, probable y 
específico que excede el interés público que representa el acceso a 
la información. 

Artículo 29. Responsabilidad Penal. Todo acto de ocultamiento, des-
trucción o alteración deliberada total o parcial de información pú-
blica, una vez haya sido objeto de una solicitud de información, será 
sancionado en los términos del artículo 292 del Código Penal. 
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TÍTULO V

VIGENCIA Y MEDIDAS DE PROMOCIÓN

Artículo 30. Capacitación. El Ministerio Público, con el apoyo de la 
sociedad civil interesada en participar, deberá asistir a los sujetos 
obli¬gados y a la ciudadanía en la capacitación con enfoque dife-
rencial, para la aplicación de esta ley. 

Artículo 31. Educación Formal. El Ministerio de Educación, con el 
apoyo de la sociedad civil, deberá promover que en el área relacio-
nada con el estudio de la Constitución, la instrucción cívica y el fo-
mento de prácticas democráticas obligatorias para las instituciones 
educativas privadas y públicas, de conformidad con el artículo 41 de 
la Constitu¬ción Política, se incluya información sobre el derecho de 
acceso a la información, sus principios y sus reglas básicas. 

Artículo  32. Política Pública de acceso a la información. El diseño, 
promoción e implementación de la política pública de acceso a la 
información pública, estará a cargo de la Secretaría de Transparen-
cia de la Presidencia de la República, el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, el Departamento Adminis-
trativo de la Función Pública (DAFP), el Departamento Nacional de 
Planeación (DNP), el Archivo General de la Nación y el Departamen-
to Administrativo Nacional de Estadística (DANE). 

Artículo  33. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a los seis 
(6) meses de la fecha de su promulgación para todos los sujetos 
obligados del orden nacional. Para los entes territoriales la ley en-
trará en vigencia un año después de su promulgación. La presente 
ley deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
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El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Fernando Cristo Bustos.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Hernán Penagos Giraldo.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

En cumplimiento de lo dispuesto en la Sentencia C-274 del 9 de 
mayo de 2013, proferida por la Corte Constitucional, se procede a la 
sanción del proyecto de ley, toda vez que dicha Corporación ordena 
la remisión del expediente al Congreso de la República, para conti-



59

nuar el trámite legislativo de rigor y su posterior envío al Presidente 
de la República para efecto de la correspondiente sanción.

Dada en Bogotá, D. C., a 6 de marzo de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro del Interior,

Aurelio Iragorri Valencia.

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Alfonso Gómez Méndez.

La Ministra de Educación Nacional,

María Fernanda Campo Saavedra.

El Ministro de Tecnologías de la Información  
y las Comunicaciones,

Diego Molano Vega.
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DECRETO 1081 DE 2015

(Mayo 26)

 “Por medio del cual se expide el Decreto Reglamentario Único del 
Sector Presidencia de la República” 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

En ejercicio de las facultades que le confiere el numeral 11 del ar-
tículo 189 de la Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que la producción normativa ocupa un espacio central en la imple-
mentación de políticas públicas, siendo el medio a través del cual 
se estructuran los instrumentos jurídicos que materializan en gran 
parte las decisiones del Estado.

Que la racionalización y simplificación del ordenamiento jurídico 
es una de las principales herramientas para asegurar la eficiencia 
económica y social del sistema legal y para afianzar la seguridad 
jurídica.

Que constituye una política pública gubernamental la simplifica-
ción y compilación orgánica del sistema nacional regulatorio.
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Que la facultad reglamentaria incluye la posibilidad de compilar 
normas de la misma naturaleza. 

Que por tratarse de un decreto compilatorio de normas reglamen-
tarias preexistentes, las mismas no requieren de consulta previa al-
guna, dado que las normas fuente cumplieron al momento de su 
expedición con las regulaciones vigentes sobre la materia. 

Que la tarea de compilar y racionalizar las normas de carácter re-
glamentario implica, en algunos casos, la simple actualización de la 
normativa compilada, para que se ajuste a la realidad institucional 
y a la normativa vigente, lo cual conlleva, en aspectos puntuales, el 
ejercicio formal de la facultad reglamentaria.

Que en virtud de sus características propias, el contenido material 
de este decreto guarda correspondencia con el de los decretos com-
pilados; en consecuencia, no puede predicarse el decaimiento de 
las resoluciones, las circulares y demás actos administrativos expe-
didos por distintas autoridades administrativas con fundamento en 
las facultades derivadas de los decretos compilados.

Que la compilación de que trata el presente decreto se contrae a 
la normatividad vigente al momento de su expedición, sin perjuicio 
de los efectos ultractivos de disposiciones derogadas a la fecha, de 
conformidad con el artículo 38 de la Ley 153 de 1887.

Que por cuanto este decreto constituye un ejercicio de compilación 
de reglamentaciones preexistentes, los considerandos de los decre-
tos fuente se entienden incorporados a su texto, aunque no se trans-
criban, para lo cual  en cada artículo se indica el origen del mismo.



A
BC

 L
ey

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

de
l D

er
ec

ho
 d

e 
A

cc
es

o 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a

62

Que las normas que integran el Libro 1 de este Decreto no tienen 
naturaleza reglamentaria, como quiera que se limitan a describir la 
estructura general administrativa del sector.

Que durante el trabajo compilatorio recogido en este Decreto, el 
Gobierno verificó que ninguna norma compilada hubiera sido objeto 
de declaración de nulidad o de suspensión provisional, acudiendo 
para ello a la información suministrada por la Relatoría y la Secre-
taría General del Consejo de Estado. 

Que con el objetivo de compilar y racionalizar las normas de carác-
ter reglamentario que rigen en el sector y contar con un instrumento 
jurídico único para el mismo, se hace necesario expedir el presente 
Decreto Reglamentario Único Sectorial. 

Por lo anteriormente expuesto, 

DECRETA:

LIBRO 2. 

RÉGIMEN REGLAMENTARIO DEL SECTOR DE  
LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

Artículo 2.1. Objeto del Libro 2: El Libro 2 del Decreto Reglamenta-
rio Único del Sector de la Presidencia de la República compila los 
Decretos Reglamentarios expedidos por el señor Presidente de la 
República en ejercicio del numeral 11 del artículo 189 de la Cons-
titución Política que regulan, en lo pertinente, la actividad de las 
entidades que componen el sector administrativo. 



63

PARTE 1. 

DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS GENERALES 

Artículo 2.1.1. La Parte 1 del Libro 2 del presente Decreto Regla-
mentario Único compila las disposiciones reglamentarias expedidas 
por el señor Presidente de la República en ejercicio del numeral 11 
de artículo 189 de la Constitución Política, que otorgan directrices 
generales a las entidades del poder público, según los temas y ám-
bitos de aplicación señalados en cada caso.  

Título 1

Disposiciones generales en materia de transparencia y del derecho 
de acceso a la información pública nacional

 

Capítulo 1 

Disposiciones generales

 

Artículo 2.1.1.1.1. Objeto. Este Título tiene por objeto reglamentar 
la Ley 1712 de 2014, en lo relativo a la gestión de la información 
pública.

(Decreto 103 de 2015, art. 1) 

 

Artículo 2.1.1.1.2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones del pre-
sente Título serán aplicables a los sujetos obligados a los que se 
refiere el artículo 5° de la Ley 1712 de 2014, en los términos allí 
señalados.
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Parágrafo. Para los sujetos obligados previstos en los literales c), d), 
f) y en el último inciso del mencionado artículo 5°, las disposiciones 
contenidas en este título serán aplicables respecto a la información 
relacionada con el cumplimiento de la función pública delegada o 
servicio público que presten, o los fondos o recursos de naturaleza u 
origen público que reciban, intermedien o administren, atendiendo 
las reglas especiales que regulan cada sector.

(Decreto 103 de 2015, art. 2) 

 

Capítulo 2 

Publicación y divulgación de la información pública –  
transparencia activa-

 

Sección 1

Directrices generales para la publicación de información pública

 

Artículo 2.1.1.2.1.1. Estándares para publicar la información. El Mi-
nisterio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones a 
través de la estrategia de Gobierno en Línea expedirá los linea-
mientos que deben atender los sujetos obligados para cumplir con 
la publicación y divulgación de la información señalada en la Ley 
1712 de 2014, con el objeto de que sean dispuestos de manera es-
tandarizada.

(Decreto 103 de 2015, art. 3) 

Artículo 2.1.1.2.1.4. Publicación de información en sección particu-
lar del sitio web oficial. Los sujetos obligados, de conformidad con 
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las condiciones establecidas en el artículo 5° de la Ley 1712 de 
2014, deben publicar en la página principal de su sitio web oficial, 
en una sección particular identificada con el nombre de “Transpa-
rencia y acceso a información pública”, la siguiente información:

 

(1) La información mínima requerida a publicar de que tratan los ar-
tículos 9°, 10 y 11 de la Ley 1712 de 2014. Cuando la información se 
encuentre publicada en otra sección del sitio web o en un sistema 
de información del Estado, los sujetos obligados deben identificar 
la información que reposa en estos y habilitar los enlaces para per-
mitir el acceso a la misma.

 

(2) El Registro de Activos de Información.

 

(3) El índice de Información Clasificada y Reservada.

 

(4) El Esquema de Publicación de Información.

 

(5) El Programa de Gestión Documental.

 

(6) Las Tablas de Retención Documental.

 

(7) El informe de solicitudes de acceso a la información señalado en 
el artículo  2.1.1.6.2 del presente Título.

 

(8) Los costos de reproducción de la información pública, con su 
respectiva motivación.
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Parágrafo 1°. Entiéndase por Tabla de Retención Documental la lis-
ta de series documentales con sus correspondientes tipos de do-
cumentos, a los cuales se les asigna el tiempo de permanencia en 
cada etapa del ciclo vital de los documentos.

 

Parágrafo 2°. Para efectos del cumplimiento de la Ley 1712 de 2014 
y del presente decreto, los términos ventanilla electrónica, sitio web 
oficial y medio electrónico institucional se entenderán como equi-
valentes.

(Decreto 103 de 2015, art. 4) 

Artículo 2.1.1.2.1.5. Directorio de Información de servidores públi-
cos, empleados y contratistas. Para efectos del cumplimiento de lo 
establecido en los literales c) y e) y en el parágrafo 2° del artículo 9° 
de la Ley 1712 de 2014, los sujetos obligados, de conformidad con 
las condiciones establecidas en el artículo 5° de la citada Ley, deben 
publicar de forma proactiva un Directorio de sus servidores públi-
cos, empleados, y personas naturales vinculadas mediante contrato 
de prestación de servicios, que contenga por lo menos la siguiente 
información:

 

(1) Nombres y apellidos completos.

 

(2) País, Departamento y Ciudad de nacimiento.

 

(3) Formación académica.
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(4) Experiencia laboral y profesional.

 

(5) Empleo, cargo o actividad que desempeña.

 

(6) Dependencia en la que presta sus servicios en la entidad o ins-
titución.

 

(7) Dirección de correo electrónico institucional.

 

(8) Teléfono Institucional.

 

(9) Escala salarial según las categorías para servidores públicos y/o 
empleados del sector privado.

 

(10) Objeto, valor total de los honorarios, fecha de inicio y de termi-
nación, cuando se trate contratos de prestación de servicios.

 

Parágrafo 1°. Para las entidades u organismos públicos, el requisito 
se entenderá cumplido con publicación de la información que con-
tiene el directorio en el Sistema de Gestión del Empleo Público (SI-
GEP), de que trata el artículo 18 de la Ley 909 de 2004 y las normas 
que la reglamentan.

 

Parágrafo 2°. La publicación de la información de los contratos de 
prestación de servicios en el Sistema de Gestión del Empleo Público 
(SIGEP) no releva a los sujetos obligados que contratan con recursos 
públicos de la obligación de publicar la actividad contractual de ta-
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les contratos en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública 
(SECOP).

(Decreto 103 de 2015, art. 5) 

Artículo 2.1.1.2.1.6. Publicación de los trámites y servicios que se 
adelantan ante los sujetos obligados. Los sujetos obligados deben 
publicar en su sitio web oficial los trámites que se adelanten ante 
los mismos, señalando la norma que los sustenta, procedimientos, 
costos, formatos y formularios requeridos.

 

Para los sujetos obligados a inscribir sus trámites en el Sistema 
Único de Información de Trámites y Procedimientos Administrativos 
(SUIT), de que trata la Ley 962 de 2005 y el Decreto ley 019 de 2012, 
dicho requisito se entenderá cumplido con la inscripción de los trá-
mites en dicho sistema y la relación de los nombres de los mismos 
en el respectivo sitio web oficial del sujeto obligado con un enlace 
al Portal del Estado Colombiano o el que haga sus veces.

(Decreto 103 de 2015, art. 6) 

Artículo 2.1.1.2.1.7. Publicación de la información contractual. De 
conformidad con el literal (c) del artículo 3° de la Ley 1150 de 2007, 
el sistema de información del Estado en el cual los sujetos obliga-
dos que contratan con cargo a recursos públicos deben cumplir la 
obligación de publicar la información de su gestión contractual es 
el Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP).
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Los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos 
deben publicar la información de su gestión contractual en el plazo 
previsto en el artículo 19 del Decreto 1510 de 2013, o el que lo mo-
difique, sustituya o adicione.

 

Los sujetos obligados que contratan con recursos públicos y recur-
sos privados, deben publicar la información de su gestión contrac-
tual con cargo a recursos públicos en el Sistema Electrónico para la 
Contratación Pública (SECOP).

(Decreto 103 de 2015, art. 7) 

Artículo 2.1.1.2.1.8. Publicación de la ejecución de contratos. Para 
efectos del cumplimiento de la obligación contenida en el literal 
g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014, relativa a la información 
sobre la ejecución de contratos, el sujeto obligado debe publicar las 
aprobaciones, autorizaciones, requerimientos o informes del super-
visor o del interventor, que prueben la ejecución del contrato.

(Decreto 103 de 2015, art. 8) 

Artículo 2.1.1.2.1.9. Publicación de procedimientos, lineamientos y 
políticas en materia de adquisición y compras. Para los sujetos obli-
gados que contratan con cargo a recursos públicos, los procedimien-
tos, lineamientos y políticas en materia de adquisición y compras de 
los que trata el literal g) del artículo 11 de la Ley 1712 de 2014 son 
los previstos en el manual de contratación expedido conforme a las 
directrices señaladas por la Agencia Nacional de Contratación Pú-
blica - Colombia Compra Eficiente -, el cual debe estar publicado en 
el sitio web oficial del sujeto obligado.
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(Decreto 103 de 2015, art. 9) 

Artículo 2.1.1.2.1.10. Publicación del Plan Anual de Adquisiciones. 
Los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos 
deben publicar en su página web y en el SECOP el Plan Anual de 
Adquisiciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 74 de la Ley 
1474 de 2011, el literal e) del artículo 9° de la Ley 1712 de 2014 y 
el Decreto 1510 de 2013, o el que lo modifique, sustituya o adicione.

 

Los sujetos obligados que no contratan con cargo a recursos públi-
cos no están obligados a publicar su Plan Anual de Adquisiciones.

 

Los sujetos obligados que contratan con cargo a recursos públicos 
y recursos privados, deben publicar en su página web y en el SECOP 
el Plan Anual de Adquisiciones para los recursos de carácter público 
que ejecutarán en el año.

 

Se entenderá como definición de Plan Anual de Adquisiciones res-
pecto a todos los sujetos obligados que contratan con recursos pú-
blicos, la prevista en el artículo 3° del Decreto 1510 de 2013, o el 
que lo modifique, sustituya o adicione.

(Decreto 103 de 2015, art. 10) 

Artículo 2.1.1.2.1.11. Publicación de Datos Abiertos. Las condicio-
nes técnicas de que trata el literal k) del artículo 11 de la Ley 1712 
de 2014 para la publicación de datos abiertos, serán elaboradas por 
el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
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y publicadas en el Portal de Datos Abiertos del Estado colombiano 
o la herramienta que lo sustituya.

(Decreto 103 de 2015, art. 11) 

 

Sección 2

Accesibilidad y otras directrices

 

Artículo 2.1.1.2.2.1. Formato alternativo. Para efectos de lo previsto 
en el artículo 8° de la Ley 1712 de 2014, se entenderá por formato 
alternativo, la forma, tamaño o modo en la que se presenta la in-
formación pública o se permite su visualización o consulta para los 
grupos étnicos y culturales del país, y para las personas en situación 
de discapacidad, en aplicación del criterio diferencial de accesibili-
dad.

(Decreto 103 de 2015, art. 12) 

Artículo 2.1.1.2.2.2. Accesibilidad en medios electrónicos para po-
blación en situación de discapacidad. Todos los medios de comuni-
cación electrónica dispuestos para divulgar la información deberán 
cumplir con las directrices de accesibilidad que dicte el Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones a través de 
los lineamientos que se determinen en la Estrategia de Gobierno en 
línea.

(Decreto 103 de 2015, art. 13) 
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Artículo 2.1.1.2.2.3. Accesibilidad a espacios físicos para población 
en situación de discapacidad. Los sujetos obligados deben cumplir 
con los criterios y requisitos generales de accesibilidad y señaliza-
ción de todos los espacios físicos destinados para la atención de 
solicitudes de información pública y/o divulgación de la misma, 
conforme a los lineamientos de la Norma Técnica Colombiana 6047, 
“Accesibilidad al medio físico. Espacios de servicio al ciudadano en 
la Administración Pública. Requisitos”, o la que la modifique o sus-
tituya, atendiendo al principio de ajustes razonables establecido en 
dicha norma.

(Decreto 103 de 2015, art. 14) 

Artículo 2.1.1.2.2.4. Publicación del mecanismo o procedimiento 
para participar en la formulación de políticas o en el ejercicio de las 
facultades del sujeto obligado. Los sujetos obligados, de acuerdo 
con el régimen legal aplicable, deben publicar los procedimientos a 
que deben sujetarse los ciudadanos, usuarios o interesados en par-
ticipar en la formulación de políticas y en el control o evaluación de 
la gestión institucional, indicando: los sujetos que pueden partici-
par, los medios presenciales y electrónicos, y las áreas responsables 
de la orientación y vigilancia para su cumplimiento.

(Decreto 103 de 2015, art. 15) 
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Capítulo 3

Gestión de solicitudes de información pública  
– transparencia pasiva

  

Sección 1

Recepción y respuesta a solicitudes de información  
pública y otras directrices.

Artículo 2.1.1.3.1.1. Medios idóneos para recibir solicitudes de in-
formación pública. Se consideran medios idóneos para la recepción 
de solicitudes de información los siguientes:

 

(1) Personalmente, por escrito o vía oral, en los espacios físicos des-
tinados por el sujeto obligado para la recepción de solicitudes de 
información pública.

 

(2) Telefónicamente, al número fijo o móvil destinado por el sujeto 
obligado para la recepción de solicitudes de información pública.

 

(3) Correo físico o postal, en la dirección destinada por el sujeto 
obligado para la recepción de solicitudes de información pública.

 

(4) Correo electrónico institucional destinado por el sujeto obligado 
para la recepción de solicitudes de información pública.

 

(5) Formulario electrónico dispuesto en el sitio web oficial del suje-
to obligado, en un formato que siga los lineamientos que definida el 
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Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes a través de la estrategia de Gobierno en Línea.

 

Parágrafo 1°. Los sujetos obligados deben divulgar en el sitio web 
oficial, en medios de comunicación física y en otros canales de co-
municación habilitados por el mismo, los números telefónicos y las 
direcciones físicas y electrónicas oficiales destinadas para la recep-
ción de las solicitudes de información pública.

 

Parágrafo 2°. Las condiciones de seguridad que deben atender los 
medios electrónicos señalados en el presente artículo y los adicio-
nales que defina el sujeto obligado para la recepción de solicitudes, 
serán establecidas por el Ministerio de las Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones a través de los lineamientos que se 
determinen en la Estrategia de Gobierno en línea.

(Decreto 103 de 2015, art. 16) 

Artículo 2.1.1.3.1.2. Seguimiento a las solicitudes de información 
pública. En la recepción de solicitudes de información pública los 
sujetos obligados deben indicar al solicitante un número o código 
que permita hacer seguimiento al estado de su solicitud, la fecha de 
recepción y los medios por los cuales se puede hacer seguimiento 
a la misma.

(Decreto 103 de 2015, art. 17) 

 

Artículo 2.1.1.3.1.3. Solicitudes de acceso a información con identi-
ficación reservada. Para el registro de la recepción y trámite de so-
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licitudes de información pública bajo el procedimiento especial con 
identificación reservada, previsto en el parágrafo del artículo 4° de 
la Ley 1712 de 2014, el Ministerio Público dispondrá un formulario 
electrónico. Este mecanismo electrónico es adicional a los medios 
ordinarios de recepción de solicitudes de acceso a información públi-
ca dispuestos por las entidades que conforman el Ministerio Público. 
 

(Decreto 103 de 2015, art. 18) 

Artículo 2.1.1.3.1.4. Contenido y oportunidad de las respuestas a so-
licitudes de acceso a información pública. Conforme a lo establecido 
en el artículo 26 de la Ley 1712 de 2014, en el acto de respuesta a 
solicitudes de acceso a información pública, los sujetos obligados 
deben aplicar las siguientes directrices:

 

(1) El acto de respuesta debe ser por escrito, por medio electrónico o 
físico de acuerdo con la preferencia del solicitante. Cuando la solici-
tud realizada no especifique el medio de respuesta de preferencia el 
sujeto obligado podrá responder por el mismo medio de la solicitud.

 

(2) El acto de respuesta debe ser objetivo, veraz, completo, motivado 
y actualizado y debe estar disponible en formatos accesibles para 
los solicitantes o interesados en la información allí contenida.

 

(3) El acto de respuesta debe ser oportuno respetando los términos 
de respuesta al derecho de petición de documentos y de informa-
ción que señala el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, o las normas que lo complementen o 
sustituyan.
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(4) El acto de respuesta debe informar sobre los recursos adminis-
trativos y judiciales de los que dispone el solicitante en caso de no 
hallarse conforme con la respuesta recibida.

 

Parágrafo 1°. En los casos de respuestas a solicitudes de informa-
ción clasificada o reservada, además de las directrices antes señala-
das, debe tenerse en cuenta lo establecido en la sección 4, Capítulo 
4, Título 1, Parte 1, del Libro 2 del presente decreto.

 

Parágrafo 2°. Cuando las solicitudes se refieran a consulta de docu-
mentos que están disponibles en medio físico y no se solicite su re-
producción, los sujetos obligados dispondrán de un sitio físico para 
la consulta.

(Decreto 103 de 2015, art. 19) 

Artículo 2.1.1.3.1.5. Principio de gratuidad y costos de reproduc-
ción. En concordancia con lo establecido en los artículos 3° y 26 de 
la Ley 1712 de 2014, en la gestión y respuesta a las solicitudes de 
acceso a la información pública, los sujetos obligados deben:

 

(1) Aplicar el principio de gratuidad y, en consecuencia, no cobrar 
costos adicionales a los de reproducción de la información.

 

(2) Permitir al ciudadano, interesados o usuario:

 

(a) Elegir el medio por el cual quiere recibir la respuesta;
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(b) Conocer el formato en el cual se encuentra la información soli-
citada, de acuerdo con lo establecido en el Esquema de Publicación 
de Información;

 

(c) Conocer los costos de reproducción en el formato disponible, y/o 
los costos de reproducción en el evento en que el solicitante elija 
un formato distinto al disponible y sea necesaria la transformación 
de la información, de acuerdo con lo establecido por el sujeto obli-
gado en el Acto de Motivación de los costos de reproducción de 
Información Pública.

 

Se debe entender por costos de reproducción todos aquellos valo-
res directos que son necesarios para obtener la información pública 
que el peticionario haya solicitado, excluyendo el valor del tiempo 
que ocupe el servidor público, empleado o contratista para realizar 
la reproducción.

 

Cuando la información solicitada repose en un formato electrónico 
o digital, y el sujeto obligado tenga la dirección del correo electróni-
co del solicitante u otro medio electrónico indicado, deberá enviarlo 
por este medio y no se le cobrará costo alguno de reproducción de 
la información.

(Decreto 103 de 2015, art. 20) 

Artículo 2.1.1.3.1.6. Motivación de los costos de reproducción de 
información pública. Los sujetos obligados deben determinar, moti-
vadamente, mediante acto administrativo o documento equivalente 
según el régimen legal aplicable, los costos de reproducción de la 
información pública, individualizando el costo unitario de los dife-
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rentes tipos de formato a través de los cuales se puede reproducir la 
información en posesión, control o custodia del mismo, y teniendo 
como referencia los precios del lugar o zona de domicilio del sujeto 
obligado, de tal forma que estos se encuentren dentro de paráme-
tros del mercado.

 

El acto mediante el cual se motiven los valores a cobrar por repro-
ducción de información pública debe ser suscrito por funcionario 
o empleado del nivel directivo y debe ser divulgado por el sujeto 
obligado, conforme a lo establecido en el artículo 2.1.1.2.1.4 del 
presente decreto.

 

Parágrafo 1°. Para establecer los costos de reproducción de infor-
mación, el sujeto obligado debe tener en cuenta que la información 
pública puede ser suministrada a través de los diferentes medios de 
acuerdo con su formato y medio de almacenamiento, entre ellos: fo-
tocopias, medios magnéticos o electrónicos, memorias USB, Discos 
Compactos, DVD u otros que permitan reproducción, captura, distri-
bución, e intercambio de información pública.

 

Parágrafo 2°. Cuando se trate de solicitudes de información relacio-
nadas con la prestación de un trámite a cargo del sujeto obligado, 
los costos de reproducción de la información solicitada estarán su-
jetos a las tasas o tarifas establecidas para la realización del trámi-
te, según las normas que reglamentan el mismo.

(Decreto 103 de 2015, art. 21) 

Artículo 2.1.1.3.1.7. Creación o producción de información pública. 
La solicitud de acceso a la información pública no implica el deber 
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de los sujetos obligados de generar o producir información no dis-
ponible. En este caso, el sujeto obligado comunicará por escrito que 
la denegación de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en 
su poder, y en el evento en que dicha información esté en poder o 
control de otro sujeto obligado, remitirá a este la solicitud de infor-
mación.

(Decreto 103 de 2015, art. 22) 

 

Artículo 2.1.1.3.1.8. Supervigilancia al derecho de acceso a la infor-
mación pública. De conformidad con lo previsto en el artículo 7° del 
Decreto ley 262 de 2000 y en la Resolución 496 de 2011 expedida 
por el Procurador General de la Nación, o la que la modifique, sus-
tituya o adicione, o la que la modifique, sustituya o adicione los so-
licitantes de acceso a información podrán acudir a la Procuraduría 
General de la Nación cuando consideren que es necesario realizar 
una solicitud de supervigilancia al derecho de acceso a información 
pública.

(Decreto 103 de 2015, art. 23) 

Capítulo 4

Gestión de la información clasificada y reservada

 

Artículo 2.1.1.4.1.  Excepciones al Derecho fundamental de acceso 
a la información pública. Los sujetos obligados garantizarán la efi-
cacia del ejercicio del derecho fundamental de acceso a la informa-
ción pública, sin perjuicio de su facultad de restringirlo en los casos 
autorizados por la Constitución o la ley, y conforme a lo previsto en 
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los artículos 18 y 19 la Ley 1712 de 2014, en consonancia con las 
definiciones previstas en los literales c) y d) del artículo 6°, de la 
misma.

(Decreto 103 de 2015, art. 24) 

Sección 1

Información pública clasificada

 

Artículo 2.1.1.4.1.1. Acceso general a datos semiprivados, privados 
o sensibles. La información pública que contiene datos semipriva-
dos o privados, definidos en los literales g) y h) del artículo 3° de la 
Ley 1266 de 2008, o datos personales o sensibles, según lo previsto 
en los artículos 3° y 5° de la Ley 1581 de 2012 y en el numeral 3° 
del artículo 3° del Decreto 1377 de 2013, solo podrá divulgarse se-
gún las reglas establecidas en dichas normas.

(Decreto 103 de 2015, art. 25) 

 

Artículo 2.1.1.4.1.2. Acceso a datos personales en posesión de los 
sujetos obligados. Los sujetos obligados no podrán permitir el acce-
so a datos personales sin autorización del titular de la información, 
salvo que concurra alguna de las excepciones consagradas en los 
artículos 6° y 10 de la Ley 1581 de 2012.

 

Tampoco podrá permitirse el acceso a los datos personales de niños, 
niñas y adolescentes, salvo aquellos que sean de naturaleza pública, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 7° de la Ley 1581 de 2012.
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Parágrafo 1°. Permitir el acceso de un dato semiprivado, privado o 
sensible no le quita el carácter de información clasificada, ni puede 
implicar su desprotección.

 

Parágrafo 2°. Salvo que medie autorización del titular, a los datos 
semiprivados, privados y sensibles contenidos en documentos pú-
blicos solo podrá accederse por decisión de autoridad jurisdiccional 
o de autoridad pública o administrativa competente en ejercicio de 
sus funciones.

(Decreto 103 de 2015, art. 26) 

 

Sección 2

Información pública reservada

 

Artículo 2.1.1.4.2.1. Responsable de la calificación de Reserva de la 
información pública por razones de defensa y seguridad nacional, 
seguridad pública o relaciones internacionales. La calificación de 
reservada de la información prevista en los literales a), b) y c) del ar-
tículo 19 de la Ley 1712 de 2014, corresponderá exclusivamente al 
jefe de la dependencia o área responsable de la generación, pose-
sión, control o custodia de la información, o funcionario o empleado 
del nivel directivo que, por su completo e integral conocimiento de 
la información pública, pueda garantizar que la calificación sea ra-
zonable y proporcionada.

(Decreto 103 de 2015, art. 27) 
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Artículo 2.1.1.4.2.2. Reserva de la información pública por razones 
de estabilidad macroeconómica y financiera. La excepción prevista 
en el literal h) del artículo 19 de la Ley 1712 de 2014 podrá amparar 
la calificación de información pública reservada entre otras circuns-
tancias cuando:

 

(1) Pueda afectar la estabilidad de la economía o los mercados, la 
eficacia de la política macroeconómica y financiera o el cumplimien-
to de las funciones de las entidades que tienen a su cargo el diseño 
y la implementación de estas políticas; o,

 

(2) Esté relacionada con las labores de supervisión necesarias para 
garantizar la estabilidad del sistema financiero y la confianza del 
público en el mismo.

(Decreto 103 de 2015, art. 28) 

 

Artículo 2.1.1.4.2.3. Temporalidad de la reserva. Sin perjuicio de lo 
señalado en el artículo 19 de la Ley 1712 de 2014 y del período 
máximo de reserva de la información a que hace referencia el artí-
culo 22 de la Ley 1712 de 2014, la información respectiva debe di-
vulgarse si desaparecen las condiciones que justificaban su reserva.

 

El término máximo de quince (15) años a que se refiere el artículo 
22 de la Ley 1712 de 2014 empezará a contarse a partir de la fecha 
en que la información se genera.

(Decreto 103 de 2015, art. 29) 
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Sección 3

Directrices para la calificación de información pública como clasifi-
cada o reservada

 

Artículo 2.1.1.4.3.1. Identificación de la norma que dispone que la 
información sea clasificada o reservada. Para asignar el carácter de 
clasificada o reservada a la información pública que se encuentra 
bajo su posesión, control o custodia, los sujetos obligados deben 
identificar las disposiciones constitucionales o legales que expresa-
mente así lo dispongan.

(Decreto 103 de 2015, art. 30) 

Artículo 2.1.1.4.3.2. Existencia y divulgación integral o parcial de la 
información. Si un mismo acto o documento contiene información 
que puede ser divulgada e información clasificada o reservada, el 
sujeto obligado debe revelar los datos no protegidos y presentar 
los fundamentos constitucionales y legales por los que retiene los 
datos que no puede divulgar.

 

Los sujetos obligados podrán tachar los apartes clasificados o reser-
vados del documento, anonimizar, transliterar o editar el documento 
para suprimir la información que no puede difundirse; abrir un nue-
vo expediente con la información pública que puede ser divulgada; 
o acudir a las acciones que sean adecuadas para cumplir con su 
deber de permitir el acceso a toda aquella información que no esté 
clasificada o reservada, teniendo en cuenta el formato y medio de 
conservación de la información.
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(Decreto 103 de 2015, art. 31) 

Artículo 2.1.1.4.3.3. Coordinación interinstitucional. Si un sujeto 
obligado remite o entrega información pública calificada como cla-
sificada o reservada a otro sujeto obligado, deberá advertir tal cir-
cunstancia e incluir la motivación de la calificación, para que este 
último excepcione también su divulgación.

(Decreto 103 de 2015, art. 32) 

Sección 4

 Denegación o rechazo del derecho de acceso a  
la información pública por clasificación o reserva

 

Artículo 2.1.1.4.4.1. Contenido del acto de respuesta de rechazo o 
denegación del derecho de acceso a información pública por cla-
sificación o reserva. El acto de respuesta del sujeto obligado que 
deniegue o rechace una solicitud de acceso a información pública 
por razón de clasificación o reserva, además de seguir las directrices 
señaladas en el presente decreto, y en especial lo previsto en el ín-
dice de Información Clasificada y Reservada, deberá contener:

 

(1) El fundamento constitucional o legal que establece el objetivo 
legítimo de la clasificación o la reserva, señalando expresamente la 
norma, artículo, inciso o párrafo que la calificación,
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(2) La identificación de la excepción que, dentro de las previstas en 
los artículos 18 y 19 de la Ley 1712 de 2014, cobija la calificación 
de información reservada o clasificada;

 

(3) El tiempo por el que se extiende la clasificación o reserva, conta-
do a partir de la fecha de generación de la información; y,

 

(4) La determinación del daño presente, probable y específico que 
causaría la divulgación de la información pública y la relación de 
las razones y las pruebas, en caso de que existan, que acrediten la 
amenaza del daño.

 

En ningún caso procederá el rechazo de una solicitud por razones 
tales como encubrir violaciones a la ley, ineficiencias o errores de 
los sujetos obligados, ni para proteger el prestigio de personas, or-
ganizaciones o autoridades.

 

Las solicitudes de información sobre contratación con recursos pú-
blicos no podrán ser negadas, excepto que haya sido calificada como 
clasificada o reservada de acuerdo con las directrices señaladas la 
ley y en el presente decreto.

(Decreto 103 de 2015, art. 33) 

 

Artículo 2.1.1.4.4.2. Definición de daño presente, probable y espe-
cífico. Se entenderá que el daño es presente siempre que no sea 
remoto ni eventual; probable cuando existan las circunstancias que 
harían posible su materialización; y específico solo si puede indivi-
dualizarse y no se trate de una afectación genérica.
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(Decreto 103 de 2015, art. 34) 

Capítulo 5 

Instrumentos de la gestión de información pública

 

Artículo 2.1.1.5.1. Instrumentos de gestión de la información pú-
blica. Los instrumentos para la gestión de la información pública, 
conforme con lo establecido en la Ley 1712 de 2014, son:

 

(1) Registro de Activos de Información.

 

(2) Índice de Información Clasificada y Reservada.

 

(3) Esquema de Publicación de Información.

 

(4) Programa de Gestión Documental.

 

Los sujetos obligados deben articular dichos instrumentos median-
te el uso eficiente de las tecnologías de la información y las comu-
nicaciones, y garantizar su actualización y divulgación.

(Decreto 103 de 2015, art. 35) 

 

Artículo 2.1.1.5.2. Mecanismo de adopción y actualización de los 
Instrumentos de Gestión de la Información Pública. El Registro de 
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Activos de Información, el Índice de Información Clasificada y Reser-
vada, el Esquema de Publicación de Información y el Programa de 
Gestión Documental, deben ser adoptados y actualizados por medio 
de acto administrativo o documento equivalente de acuerdo con el 
régimen legal al sujeto obligado.

(Decreto 103 de 2015, art. 36) 

Sección 1

Registro de Activos de Información

 

Artículo 2.1.1.5.1.1. Concepto del Registro de Activos de Informa-
ción. El Registro de Activos de Información es el inventario de la in-
formación pública que el sujeto obligado genere, obtenga, adquiera, 
transforme o controle en su calidad de tal.

(Decreto 103 de 2015, art. 37) 

 

Artículo 2.1.1.5.1.1. Componentes del Registro de Activos de Infor-
mación. El Registro de Activos de Información debe contener, como 
mínimo, los siguientes componentes:

 

(1) Todas las categorías de información del sujeto obligado.

 

(2) Todo registro publicado.
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(3) Todo registro disponible para ser solicitado por el público.

 

Para cada uno de los componentes del Registro de Activos de Infor-
mación debe detallarse los siguientes datos:

 

(a) Nombre o título de la categoría de información: Término con que 
se da a conocer el nombre o asunto de la información.

 

(b) Descripción del contenido la categoría de información: Define 
brevemente de qué se trata la información.

 

(c) Idioma: Establece el Idioma, lengua o dialecto en que se encuen-
tra la información.

 

(d) Medio de conservación y/o soporte: Establece el soporte en el 
que se encuentra la información: documento físico, medio electró-
nico o por algún otro tipo de formato audiovisual entre otros (físico, 
análogo o digital- electrónico).

 

(e) Formato: Identifica la forma, tamaño o modo en la que se pre-
senta la información o se permite su visualización o consulta, tales 
como: hoja de cálculo, imagen, audio, video, documento de texto, etc.

 

(f) Información publicada o disponible. Indica si la información está 
publicada o disponible para ser solicitada, señalando dónde está 
publicada y/o dónde se puede consultar o solicitar.
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El Registro de Activos de Información debe elaborarse en formato 
de hoja de cálculo y publicarse en el sitio web oficial del sujeto 
obligado, así como en el Portal de Datos Abiertos del Estado colom-
biano o en la herramienta que lo modifique o lo sustituya.

 

Parágrafo 1°. Entiéndase por Categorías de información, toda infor-
mación de contenido o estructura homogénea, sea física o electró-
nica, emanada de un mismo sujeto obligado como resultado del 
ejercicio de sus funciones y que pueda agruparse a partir de cate-
gorías, tipos o clases según sus características internas (contenido) 
o externas (formato o estructura).

 

Parágrafo 2°. El sujeto obligado debe actualizar el Registro de Acti-
vos de Información de acuerdo con los procedimientos y lineamien-
tos definidos en su Programa de Gestión Documental.

 

Parágrafo 3°. El Ministerio Público podrá establecer estándares adi-
cionales para el Registro de Activos de Información de los sujetos 
obligados.

(Decreto 103 de 2015, art. 38) 

Sección 2

Índice de Información Clasificada y Reservada

 

Artículo 2.1.1.5.2.1. Concepto del índice de Información Clasificada 
y Reservada. El Índice de Información Clasificada y Reservada es el 
inventario de la información pública generada, obtenida, adquirida 
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o controlada por el sujeto obligado, en calidad de tal, que ha sido 
calificada como clasificada o reservada.

(Decreto 103 de 2015, art. 39) 

 

Artículo 2.1.1.5.2.2. Contenido del Índice de Información Clasificada 
y Reservada. El Índice de Información Clasificada y Reservada indi-
cará, para cada información calificada como reservada o clasificada, 
lo siguiente:

 

(1) Nombre o título de la categoría de información: Término con que 
se da a conocer el nombre o asunto de la información.

 

(2) Nombre o título de la información: Palabra o frase con que se da 
a conocer el nombre o asunto de la información.

 

(3) Idioma: Establece el Idioma, lengua o dialecto en que se encuen-
tra la información.

 

(4) Medio de conservación y/o soporte: Establece el soporte en el 
que se encuentra la información: documento físico, medio electró-
nico o por algún otro tipo de formato audiovisual entre otros (físico 
- análogo o digital - electrónico).

 

(5) Fecha de generación de la información: Identifica el momento de 
la creación de la información.
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(6) Nombre del responsable de la producción de la información: Co-
rresponde al nombre del área, dependencia o unidad interna, o al 
nombre de la entidad externa que creó la información.

 

(7) Nombre del responsable de la información: Corresponde al nom-
bre del área, dependencia o unidad encargada de la custodia o con-
trol de la información para efectos de permitir su acceso.

 

(8) Objetivo legítimo de la excepción: La identificación de la ex-
cepción que, dentro de las previstas en los artículos 18 y 19 de la 
Ley 1712 de 2014, cobija la calificación de información reservada o 
clasificada.

 

(9) Fundamento constitucional o legal: El fundamento constitucio-
nal o legal que justifican la clasificación o la reserva, señalando ex-
presamente la norma, artículo, inciso o párrafo que la ampara.

 

(10) Fundamento jurídico de la excepción: Mención de la norma ju-
rídica que sirve como fundamento jurídico para la clasificación o 
reserva de la información.

 

(11) Excepción total o parcial: Según sea integral o parcial la califi-
cación, las partes o secciones clasificadas o reservadas.

 

(12) Fecha de la calificación: La fecha de la calificación de la infor-
mación como reservada o clasificada.
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(13) Plazo de la clasificación o reserva: El tiempo que cobija la cla-
sificación o reserva.

 

El índice de Información Clasificada y Reservada debe actualizarse 
cada vez que una información sea calificada como clasificada o re-
servada y cuando dicha calificación se levante, conforme a lo esta-
blecido en el mismo índice y en el Programa de Gestión Documental.

 

El índice de Información Clasificada y Reservada será de carácter 
público, deberá elaborarse en formato de hoja de cálculo y publicar-
se en el sitio web oficial del sujeto obligado, así como en el Portal 
de Datos Abiertos del Estado colombiano o en la herramienta que 
lo modifique o lo sustituya.

(Decreto 103 de 2015, art. 40) 

 

Sección 3 

Esquema de publicación de información

 

Artículo 2.1.1.5.3.1. Concepto. El Esquema de Publicación de Infor-
mación es el instrumento del que disponen los sujetos obligados 
para informar, de forma ordenada, a la ciudadanía, interesados y 
usuarios, sobre la información publicada y que publicará, conforme 
al principio de divulgación proactiva de la información previsto en 
el artículo 3° de la Ley 1712 de 2014, y sobre los medios a través de 
los cuales se puede acceder a la misma.

(Decreto 103 de 2015, art. 41) 
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Artículo 2.1.1.5.3.2. Componentes del Esquema de Publicación de 
Información. En concordancia con lo establecido en el artículo 12 
de la Ley 1712 de 2014, el Esquema de Publicación de Información 
debe incluir, como mínimo, lo siguiente:

 

(1) La lista de información mínima publicada en el sitio web oficial 
del sujeto obligado o en los sistemas de información del Estado, 
conforme a lo previsto en los artículos 9°, 10 y 11 de la Ley 1712 de 
2014.

 

(2) La lista de la información publicada en el sitio web oficial del 
sujeto obligado, adicional a la mencionada en el numeral anterior, y 
conforme a lo ordenado por otras normas distintas a la Ley de Trans-
parencia y del Derecho al Acceso a la Información Pública Nacional.

 

(3) Información publicada por el sujeto obligado, originada en la 
solicitud de información divulgada con anterioridad, de que trata el 
artículo 14 de la Ley 1712 de 2014.

 

(4) Información de interés para la ciudadanía, interesados o usua-
rios, publicada de manera proactiva por el sujeto obligado, relacio-
nada con la actividad misional del sujeto obligado y sus objetivos 
estratégicos.

 

Para cada una de los anteriores componentes de Esquema de Publi-
cación de Información se debe indicar:

 

(a) Nombre o título de la información: Palabra o frase con que se da 
a conocer el nombre o asunto de la información.
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(b) Idioma: Establece el Idioma, lengua o dialecto en que se encuen-
tra la información.

 

(c) Medio de conservación y/o soporte: Establece el soporte en el 
que se encuentra la información: documento físico, medio electró-
nico o por algún otro tipo de formato audiovisual entre otros (físico 
- análogo o digital - electrónico).

 

(d) Formato: Identifica la forma, tamaño o modo en la que se pre-
senta la información o se permite su visualización o consulta, tales 
como: hoja de cálculo, imagen, audio, video, documento de texto, etc.

 

(e) Fecha de generación de la información: Identifica el momento de 
la creación de la información.

 

(f) Frecuencia de actualización: Identifica la periodicidad o el seg-
mento de tiempo en el que se debe actualizar la información, de 
acuerdo a su naturaleza y a la normativa aplicable.

 

(g) Lugar de consulta: Indica el lugar donde se encuentra publicado 
o puede ser consultado el documento, tales como lugar en el sitio 
web y otro medio en donde se puede descargar y/o acceder a la in-
formación cuyo contenido se describe.

 

(h) Nombre del responsable de la producción de la información: 
Corresponde al nombre del área, dependencia o unidad interna, o al 
nombre de la entidad externa que creó la información.
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(i) Nombre del responsable de la información: Corresponde al nom-
bre del área, dependencia o unidad encargada de la custodia o con-
trol de la información para efectos de permitir su acceso.

 

Para facilitar el acceso a la información, los sujetos obligados publi-
carán el Cuadro de Clasificación Documental.

 

De acuerdo con lo estipulado en el literal c) del artículo 12 de la Ley 
1712 de 2014, el Ministerio Público podrá hacer recomendaciones 
generales o particulares a los sujetos obligados sobre el Esquema 
de Publicación de Información.

(Decreto 103 de 2015, art. 42) 

Artículo 2.1.1.5.3.3. Procedimiento participativo para la adopción y 
actualización del Esquema de Publicación. Los sujetos obligados, de 
acuerdo con el régimen legal aplicable, implementarán mecanismos 
de consulta a ciudadanos, interesados o usuarios en los procesos 
de adopción y actualización del Esquema de Publicación de Infor-
mación, con el fin de identificar información que pueda publicarse 
de manera proactiva y de establecer los formatos alternativos que 
faciliten la accesibilidad a poblaciones específicas.

(Decreto 103 de 2015, art. 43) 
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Sección 4

Programa de gestión documental

 

Artículo 2.1.1.5.4.1. Concepto del Programa de Gestión Documental. 
En desarrollo de la Ley 1712 de 2014 se entenderá por Programa 
de Gestión Documental el plan elaborado por cada sujeto obligado 
para facilitar la identificación, gestión, clasificación, organización, 
conservación y disposición de la información pública, desde su crea-
ción hasta su disposición final, con fines de conservación permanen-
te o eliminación.

(Decreto 103 de 2015, art. 44) 

 

Artículo 2.1.1.5.4.2. Articulación y/o integración del Programa de 
Gestión Documental con los instrumentos de gestión de informa-
ción. La información incluida en el Registro de Activos de Informa-
ción, en el Índice de Información Clasificada y Reservada, y en el 
Esquema de Publicación de Información, definidos en el presente 
decreto, debe ser identificada, gestionada, clasificada, organizada y 
conservada de acuerdo con los procedimientos, lineamientos, valo-
ración y tiempos definidos en el Programa de Gestión Documental 
del sujeto obligado.

 

El sujeto obligado debe contar con políticas de eliminación segu-
ra y permanente de la información, una vez cumplido el tiempo de 
conservación establecido en las tablas de retención documental o 
tablas de valoración documental, el Programa de Gestión Documen-
tal y demás normas expedidas por el Archivo General de la Nación.
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(Decreto 103 de 2015, art. 45) 

 

Artículo 2.1.1.5.4.3. Aplicación de lineamientos generales sobre el 
Programa de Gestión Documental. Los sujetos obligados aplicarán 
en la elaboración del Programa de Gestión Documental los linea-
mientos contenidos en Decreto 2609 de 2012 o las normas que lo 
sustituyan o modifiquen.

(Decreto 103 de 2015, art. 46) 

 

Artículo 2.1.1.5.4.4. Lineamientos sobre el Programa de Gestión 
Documental para los sujetos obligados de naturaleza privada. Los 
sujetos obligados de naturaleza privada que no están cobijados por 
el Decreto 2609 de 2012, o el que lo complemente o sustituya, de-
ben cumplir, en la elaboración del Programa de Gestión Documen-
tal, como mínimo, con las siguientes directrices:

 

(1) Contar con una política de gestión documental aprobada por el 
sujeto obligado.

 

(2) Elaborar, aprobar y publicar sus Tablas de Retención Documental.

 

(3) Contar con un archivo institucional.

 

(4) Diseñar políticas para la gestión de sus documentos electróni-
cos, incluyendo políticas de preservación y custodia digital.



A
BC

 L
ey

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

de
l D

er
ec

ho
 d

e 
A

cc
es

o 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a

98

(5) Integrarse al Sistema Nacional de Archivos.

(Decreto 103 de 2015, art. 47) 

Artículo 2.1.1.5.4.5. Conservación de la información publicada con 
anterioridad. Para efectos de lo previsto en el artículo 14 de la Ley 
1712 de 2014, los sujetos obligados deben garantizar la conserva-
ción de los documentos divulgados en su sitio web o en sistemas de 
información que contengan o produzcan información pública, para 
lo cual seguirán los procedimientos de valoración documental y de-
limitarán los medios, formatos y plazos para la conservación de la 
información publicada con anterioridad, con el fin de permitir su 
fácil acceso luego de retirada la publicación.

 

Los sujetos obligados deben definir un procedimiento para retirar 
la información que haya sido publicada y garantizar la recuperación 
de información retrospectiva que haya sido desfijada o retirada. Los 
lineamientos y plazos para cumplir a cabalidad con esta obligación, 
deben estar incluidos en el Programa de Gestión Documental del 
sujeto obligado.

(Decreto 103 de 2015, art. 48) 

 

Artículo 2.1.1.5.4.6. Gestión de información en los casos de liqui-
daciones, supresiones, fusiones o escisiones de sujetos obligados. 
En los casos de liquidaciones, supresiones, fusiones o escisiones de 
sujetos obligados, estos deben asegurar que los instrumentos de 
gestión de información se mantengan, sin que se obstaculice el ac-
ceso a la información pública. La entrega de la información al sujeto 
obligado que asuma las responsabilidades del cesante se garantiza-
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rá mediante inventarios debidamente ordenados, y de conformidad 
con las normas que se expidan al respecto.

(Decreto 103 de 2015, art. 49) 

 

Artículo 2.1.1.5.4.7. Documentos y archivos de derechos humanos. 
Los archivos de derechos humanos corresponden a documentos que, 
en sentido amplio, se refieren a violaciones a los derechos humanos 
e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. Los archivos 
de derechos humanos deben ser objeto de las medidas de preser-
vación, protección y acceso definidas en el marco internacional de 
los derechos humanos, la jurisprudencia, la legislación interna, y en 
particular, el inciso final del artículo 21 de la Ley 1712 de 2014.

 

Para la identificación de los documentos de derechos humanos, se 
tendrán en cuenta, entre otros:

 

(1) Documentos producidos por entidades del Estado con funciones 
legales en torno a los Derechos Humanos y el Derecho Internacio-
nal Humanitario de acuerdo con las instrucciones que imparta el 
Archivo General de la Nación.

 

(2) Documentos producidos por las víctimas y sus organizaciones 
relativos a violaciones a los Derechos Humanos y el Derecho Inter-
nacional Humanitario.

 

(3) Documentos e informes académicos y de investigación relativos 
a violaciones a los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario.
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(4) Documentos de entidades internacionales relativos a violaciones 
a los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.

 

(5) Documentos de entidades privadas o entidades privadas con 
funciones públicas relativos a violaciones a los Derechos Humanos 
y el Derecho Internacional Humanitario.

(Decreto 103 de 2015, art. 50) 

 

Capítulo 6

Seguimiento a la gestión de la información

 

Artículo 2.1.1.6.1. Seguimiento a la gestión de la información públi-
ca. Los sujetos obligados deben adelantar las acciones pertinentes 
para hacer seguimiento a la gestión de la información pública. El 
Ministerio Público y las entidades líderes de la política de transpa-
rencia y de acceso a la información pública definidas en el artículo 
32 de la Ley 1712 de 2014, de acuerdo con su ámbito de compe-
tencia, adelantarán acciones que permitan medir el avance en la 
implementación de la ley de transparencia por parte de los sujetos 
obligados, quienes deben colaborar armónicamente en el suminis-
tro de la información que se requiera.

(Decreto 103 de 2015, art. 51) 

 

Artículo 2.1.1.6.2. Informes de solicitudes de acceso a información. 
De conformidad con lo establecido en el literal h) del artículo 11 
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de la Ley 1712 de 2014, los sujetos obligados deberán publicar los 
informes de todas las solicitudes, denuncias y los tiempos de res-
puesta. Respecto de las solicitudes de acceso a información pública, 
el informe debe discriminar la siguiente información mínima:

 

(l) El número de solicitudes recibidas.

 

(2) El número de solicitudes que fueron trasladadas a otra institu-
ción.

 

(3) El tiempo de respuesta a cada solicitud.

 

(4) El número de solicitudes en las que se negó el acceso a la infor-
mación.

 

El informe sobre solicitudes de acceso a información estará a dis-
posición del público en los términos establecidos en el artículo 4° 
del presente decreto.

 

Parágrafo 1°. Los sujetos obligados de la Ley 1712 de 2014, que 
también son sujetos de la Ley 190 de 1995, podrán incluir los in-
formes de solicitudes de acceso a la información a que se refiere el 
presente artículo, en los informes de que trata el artículo 54 de la 
Ley 190 de 1995.

 

Parágrafo 2°. El primer informe de solicitudes de acceso a la infor-
mación deberá publicarse seis meses después de la expedición del 
presente decreto, para el caso de los sujetos obligados del orden 
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nacional; los entes territoriales deberán hacerlo 6 meses después 
de la entrada en vigencia de la Ley 1712 de 2014.

(Decreto 103 de 2015, art. 52) 

Artículo 2.1.1.6.1. Vigencia. Las disposiciones contenidas en este 
título empezaron a regir en la fecha publicación del Decreto 103 de 
2015, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 33 de la Ley 1712 de 
2014, respecto de la entrada en vigencia para los entes territoriales. 

(Decreto 103 de 2015, art. 53) 

LIBRO 3.

DISPOSICIONES FINALES

PARTE 1

DEROGATORIA Y VIGENCIA

Artículo 3.1.1. Derogatoria Integral. Este decreto regula íntegra-
mente las materias contempladas en él. Por consiguiente, de con-
formidad con el artículo 3 de la Ley 153 de 1887, quedan deroga-
das todas las disposiciones de naturaleza reglamentaria relativas 
al sector Presidencia de la República que versan sobre las mismas 
materias, con excepción, exclusivamente, de los siguientes asuntos:

1)  No quedan cobijados por la derogatoria anterior los decretos re-
lativos a la creación y conformación de comisiones intersectoriales, 
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comisiones interinstitucionales, consejos, comités, sistemas admi-
nistrativos y demás asuntos relacionados con la estructura, confi-
guración y conformación de las entidades y organismos del sector 
administrativo.

2) Tampoco quedan cobijados por la derogatoria anterior los decre-
tos que desarrollan leyes marco.

3) Igualmente, quedan excluidas de esta derogatoria las normas de 
naturaleza reglamentaria de este sector administrativo que, a la fe-
cha de expedición del presente decreto, se encuentren suspendi-
das por la Jurisdicción Contencioso Administrativa, las cuales serán 
compiladas en este decreto, en caso de recuperar su eficacia jurídica.

Los actos administrativos expedidos con fundamento en las dispo-
siciones compiladas en el presente decreto mantendrán su vigencia 
y ejecutoriedad bajo el entendido de que sus fundamentos jurídicos 
permanecen en el presente decreto compilatorio.

Artículo 3.1.2 Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publi-
cación en el Diario Oficial. 
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PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá, D.C., a los

El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de 
la República,

NÉSTOR HUMBERTO MARTÍNEZ NEIRA 
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:
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Notas:


